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RESUMEN
El presente trabajo de investigación pretende analizar el relacionamiento 
que se despliega entre los niveles de gobierno y con otros actores no 
gubernamentales al gestionar una política social de empleo. Específicamente, 
se intenta analizar el tipo de Gobernanza Multinivel configurado en torno al 
Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo implementado en la Ciudad de 
Córdoba durante 2013-2014.
Se pretende reflexionar sobre cómo los actores intervinientes en la 
implementación de las políticas públicas nacionales, y en este caso las de 
empleo, articulan y coordinan sus acciones a fin de apropiarlas al territorio 
específico en pos de promover desarrollo local y adecuar las respuestas 
estatales a la población beneficiaria.
En este marco es importante preguntar si el modelo de gobernanza 
utilizado es recomendable para gestionar el Programa o si es necesario 
generar mejores estrategias para optimizar su eficacia y qué papel deberían 
jugar los actores a tal fin.
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INTRODUCCIÓN: G o b e rn a n z a  M u lt in iv e l  y  p o lít ic a s  de em p leo
En un mundo complejo como el de hoy, el proceso de gestión de las 
políticas públicas ha reorganizado el mapa de vinculación entre los actores 
intervinientes; los gobiernos subnacionales cobraron importancia en etapas 
como la implementación1 (y cada vez más se recomienda que se replique al 
resto de las etapas del ciclo de la política) poniendo en marcha una lógica de 
gobernanza multinivel que aprovecha las potencialidades de estas unidades y 
apunta a una genuina territorialización de las políticas públicas.
En este esquema, se piensa en la intervención de los gobiernos locales 
para adecuar eficazmente la política pública al territorio ya que tienen acceso 
directo a la población, conocen sus necesidades, median entre una estructura 
de gobierno compleja de nivel superior y las demandas concretas de la 
comunidad.
En Argentina esta lógica de gestión se ha fortalecido a partir de la crisis de 
2001 apoyada en la generación de una serie de políticas sociales nacionales 
con diferentes fines2 para poder abarcar todo el territorio. En este esquema los 
gobiernos locales participan en mayor o menor grado comprometiendo sus 
recursos, instituciones y procesos.
Particularmente, la Municipalidad de Córdoba se inserta en esta dinámica 
articulando con Nación y Provincia en el marco de algunas políticas sociales de 
empleo entre las que se encuentra el Programa Jóvenes con Más y Mejor 
Trabajo (PJMyMT)3.
Este Programa es implementado desde 2008 por el Ministerio de Trabajo, 
Empleo y Seguridad Social (en adelante MTEySS) en el territorio nacional 
estableciendo acuerdos con las provincias y municipios tal fin. A nivel municipal 
se establecieron las denominadas Oficinas de Empleo (OE), que son la
''Estudios sobre desarrollo territorial y políticas públicas refieren sobre la importancia de 
potenciar el papel de las unidades subnacionales en la gestión de éstas. Se puede ver 
Abramovay (2006), Boisier (2004), I Dasí, J. F. (2005; 2008), Flores (2007), Madoery (2001), 
Matta et al. (2013), Piñeiro (2004), Vargas et al. (2011).
2 Sobre estudios referidos programas sociales se puede ver, entre otros, autores como 
Anlló et al. (2007), Arroyo (2001), Hitnze (2007), Matta et al. (2013), Vincour et al. (2004).
3 En el presente trabajo se mencionará indistintamente PJMyMT, Programa Jóvenes, o 
Jóvenes para hacer referencia al Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo.
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herramienta institucional y administrativa que opera en el territorio 
directamente.
En la Municipalidad de Córdoba la OE se creó en el año 2008 y el 
Programa comenzó a funcionar en el año 2010.
La presente investigación social es un estudio de caso sobre la estructura 
de gobernanza multinivel que se entreteje en torno a una política social de 
empleo, el Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo, implementada en la 
Municipalidad de Córdoba durante el período 2013-2014.
El propósito de esta investigación es observar el sistema de gobernanza 
desplegado entre los actores involucrados y si es suficiente para una 
adecuada territorialización de esta política de empleo.
Dado que este Programa opera con una estructura de gobernanza que 
involucra una variedad sustancial de actores; incorpora todos los niveles de 
gobierno; posee una instancia institucional en el nivel local; esta municipalidad 
es la más importante a nivel poblacional dentro de la Provincia de Córdoba 
entre otros factores de viabilidad; se decidió tomar esta unidad de análisis 
tomando el período 2013-2014 ya que es un periodo asequible en referencia a 
los entrevistados debido a que siguen en funciones al momento de las 
entrevistas, el Programa se encuentra en funcionamiento por tres años con una 
lógica de relacionamiento en marcha, y no significa un periodo eleccionario que 
implique, prima facie, cambios profundos de gestión.
En este Programa nacional tanto la provincia de Córdoba como el Municipio 
intervienen en diferentes instancias del proceso de implementación 
configurando una lógica de relaciones particular. La Provincia ha colaborado, 
desde su capacidad instalada de programas propios, con el proceso de 
formación de los beneficiarios; la Municipalidad participa desde la OE 
realizando todas las acciones operativas del Programa y de vinculación 
concreta con los beneficiarios. Se suma, a esta estructura, la participación de 
actores no estatales que proveen algunos servicios de empleo, completando la 
oferta de prestaciones del Programa. Observar la estructura de gobernanza 
desplegada permite analizar si la política se adecua convenientemente al 
territorio o si es necesario modificar algunos aspectos para optimizarla.
Este trabajo parte del supuesto que una estructura de gobernanza flexible,
adaptable y estratégica es recomendable al momento de implementar este tipo
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de políticas que apuntan al desarrollo de la población; que estas políticas 
requieren una apropiación por parte de la comunidad si se apunta a 
institucionalizarlas y convertirlas en política de Estado; y que el caso estudiado 
requiere de un modelo de gestión más estratégico como el que propone el tipo 
2 de Gobernanza Multinivel pero debido a las características de la cultura 
política y la existencia de una inercia estructural del aparato administrativo; se 
implementa con una lógica más bien rígida, establecida de manera jerárquica 
que dificulta una auténtica territorialización.
Características propias de una gobernanza estratégica implican importantes 
beneficios como: las competencias de acción de los actores no están sujetas a 
las delimitaciones geográficas sino que éstos se asocian según la necesidad y 
conveniencia y actúan sobre espacios interjurisdiccionales; los actores 
(públicos y privados) colaboran desde su expetise y se encargan de proveer un 
servicio local particular, lo que incrementa la especificidad de la respuesta a las 
necesidades de la región; se "entiende que la inclusión de las instituciones a 
nivel estratégico y a nivel de proyectos específicos implica dos aspectos: por un 
lado, asegurar la legitimidad alrededor de las políticas y, al mismo tiempo, 
mejorar su eficacia y eficiencia (...)” (Matta et al., 2013, p. 67). La actividad de 
los actores se entrecruza con otras iniciativas sin que esto perjudique la política 
en su conjunto; no es necesario que las acciones se delimiten geográfica o 
jurisdiccionalmente lo que permite que se expandan o contraigan las acciones 
según se requiera. Se entiende que todas estas características propias de una 
tipología 2 como la que proponen Hooghe y Marks (2004) abordada en este 
trabajo permiten adaptar de una manera más eficaz una política de empleo 
como el programa elegido.
Las formas de gobernanza pueden ser analizadas en función de diferentes 
dimensiones, que incluyen, entre otros aspectos, la incorporación de los 
actores públicos y privados al proceso de funcionamiento de la política; el rol y 
grado de participación de los actores del territorio durante el ciclo de gestión de 
las políticas; la determinación de recursos; los mecanismos de relacionamiento 
establecidos y su flexibilidad. Las dimensiones construidas a partir de los 
modelos teóricos escogidos permiten observar el desarrollo del Programa 
seleccionado y su lógica específica en el territorio local cordobés para poder
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responder cuál es el modelo de gobernanza multinivel que se configura en la 
implementación del Programa.
Se entrevistó a los referentes de aquellas instituciones gubernamentales 
(Nación, Provincia y Municipio) y no gubernamentales (se eligió un sindicato, 
una cámara y un clúster) intervinientes en la implementación del programa 
residentes en Córdoba capital. La elección de los actores no gubernamentales 
se realizó considerando la recomendación de la referente nacional en Córdoba, 
representante de la Gerencia de Empleo y Capacitación Laboral.
La recolección de datos cuenta con fuentes primarias realizadas a través de 
entrevistas semi-estructuradas y fuentes secundarias vía recolección 
documental de datos.
En el capítulo uno se contextualiza el surgimiento de las políticas de 
empleo en Argentina y en particular del Programa Jóvenes, reflexionando sobre 
el papel de los gobiernos locales y las estructuras de gobernanza que se tejen 
en la implementación de este tipo de políticas. Se desarrolla el concepto de 
gobernanza multinivel que se utilizará para el análisis y se explican las 
dimensiones construidas a partir de los modelos teóricos escogidos.
En el capítulo dos se desarrolla el marco metodológico del trabajo.
El capítulo tres desarrolla el análisis del Programa implementado en la 
Municipalidad de Córdoba durante el período mencionado, siendo finalmente, 
el capítulo cuatro el que contiene las concluciones sobre si el modelo de 
gobernanza multinivel utilizado es apropiado para la implementación asertiva 
del Programa o si se necesita variar algunos aspectos utilizando un sistema de 
gobernanza diferente.
Objetivo general
Analizar qué modelo de gobernanza multinivel se configura en la 
implementación del Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo en la 
Municipalidad de córdoba entre 2013-2014.
Objetivos específicos
• Reconocer los modelos teóricos existentes sobre gobernanza multinivel.
• Establecer qué modelo de Gobernanza Multinivel se aproxima a la
implementación del Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo en la
Ciudad de Córdoba entre 2013-2014.
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• Determinar si el modelo utilizado es adecuado para la territorialización del 
Programa.
• Advertir si existen estrategias alternativas para potenciar la 
implementación del Programa.
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CAPÍTULO 1: P o lít ic a s  p ú b lic a s  de e m p leo  y  l a  c o n s tru c c ió n  de su
GOBERNANZA MULTINIVEL
PROBLEMATIZACIÓN DE LA GOBERNANZA MULTINIVEL EN LA IMPLEMENTACIÓN DEL 
PROGRAMA JÓVENES CON MÁS Y MEJOR TRABAJO.
La complejización del mundo moderno requiere reflexionar sobre las 
relaciones Estado-sociedad y la configuración de los poderes públicos respecto 
de como tradicionalmente se los concebía. Características de la globalización 
como creciente interdependencia; surgimiento de nuevos actores; cambios 
tecnológicos; comercio internacional interconectado que afecta a las 
economías domésticas; desafíos transnacionales en torno al medioambiente, 
trata de personas o narcotráfico; desafían el rol tradicional del Estado y su 
responsabilidad político-administrativa (Trebucq, Pizarro y Aliende Moscoso 
2015; Morata, 2004; Peters y Pierre, 2000). Así, sistemas de gobierno 
altamente Estado-céntricos, jerárquicos, unilaterales, resultan insuficientes e 
incapaces para resolver sobre lo público, escenario que reclama alternativas de 
regulación basadas en la coordinación, cooperación y negociación de los 
nuevos actores intervinientes (Borzel, 1998; Kenis y Schneider, 1991, citado 
por Morata, 2004).
Esta dinámica atomiza los espacios de poder, dando origen a múltiples 
instancias de toma de decisión donde entran en acción actores no 
gubernamentales; también emerge la interdependencia vertical y horizontal 
entre los distintos niveles de gobierno y deja un rol protagónico (o al menos 
relevante) a las unidades subnacionales4 que se vuelven espacios de 
articulación específicos.
En este marco, cobra sentido el paradigma de la gobernanza multinivel, una 
estrategia política destinada a garantizar la ‘gobemabilidad’ de las sociedades 
(Morata, 2004) mediante la cooperación de los diferentes niveles y actores 
implicados en la gestión de lo común. Según Hooghe et al. (2004) la autoridad 
formal se dispersa hacia otras instituciones supraestatales o locales. Además
4 Se entenderán como sinónimos los términos unidades subnacionales, unidades 
subnacionales de gobierno, niveles inferiores de gobierno para hacer referencia a cualquier 
nivel jurisdiccional no nacional.
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"la gobernanza debe ser multinivel para internalizar externalidades y la 
descentralización del poder en múltiples jurisdicciones presenta, además, otros 
beneficios: refleja mejor la heterogeneidad de las preferencias personales de 
los ciudadanos; facilita la credibilidad de los compromisos políticos; permite la 
competición entre jurisdicciones; e incentiva la innovación y la experimentación” 
(Castro Conde, 2010, p. 122). Se clarifica así, la importancia del gobierno local 
al gestionar lo público y resulta importante dirimir en qué medida y de qué 
forma están interconectados los actores para conocer cómo es el proceso de 
toma de decisiones. Enfocado en la toma de decisiones, el modelo entiende la 
concertación como condición estratégica de planificación territorial5. Por eso 
para analizar la implementación de las políticas públicas este modelo cobra 
relevancia.
La política pública argentina no es ajena a esta realidad cambiante y 
compleja y adquiere mecanismos como los descritos para atender a las 
necesidades sociales. Particularmente, la política pública de empleo argentina 
incorporó estrategias multinivel para hacer efectivas sus respuestas, pero aún 
quedan resabios del proceso descentralizador como escasas capacidades 
disponibles de las unidades menores de gobierno para solventar grandes 
estructuras de políticas públicas, una cultura política dependiente no sólo en 
recursos económicos sino también en diseño administrativo, que obstaculizan 
la eficiencia de las respuestas estatales haciendo necesario una gobernanza 
más estratégica donde los actores intervinientes cobren un mayor 
protagonismo y las concertaciones doten de mayor especificidad a la política.
En este escenario, las políticas de empleo fueron redefiniéndose según 
diferentes nociones de trabajo construidas por los gobiernos en ejercicio; su 
comprensión permite reconocer su estado actual para analizar qué aspectos
5 El territorio es entendido desde este paradigma no como mero lugar geográfico, sino 
como un ámbito relacional de toma de decisiones: como niveles territoriales de poder. Esos 
niveles territoriales de poder son las arenas donde una política entre en relación con los 
sujetos. Por eso se pueden observar "variedad de instituciones en las que se toman decisiones 
de obligado cumplimiento a nivel supranacional, nacional y subnacional” (Hooghe y Marks, 
1997, p. 1), en la cual una plétora de actores, centrales y no centrales de los Estados miembros 
y supraestatales de la Unión, persiguen sus objetivos en múltiples arenas” (Hooghe et al., 1997, 
p. 5 citado por Castro Conde, 2010, p. 121).
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deben modificarse pensando en su adaptación mencionada en el párrafo 
anterior.
En los años 90’ Argentina aplicó un conjunto de ajustes estructurales en el 
marco de la implementación de políticas neoliberales acompañado de un 
recorte del gasto social. Esto erosionó la noción del trabajo configurado en la 
década anterior donde se lo entendía unido a la ciudadanía: el trabajo 
constituía al individuo como sujeto del Estado; era el garante de la pertenencia 
de los sujetos a la sociedad (si un individuo poseía trabajo, accedía asimismo a 
la salud, a la vivienda y la educación); era entendido "como espacio de 
constitución político-social de sujetos y luchas colectivas” (Avalle, 2010, p. 72).
Con la "reducción de las funciones estatales” (Sidicario, 2001, citado por 
Avalle, 2010) el Estado escindió la noción de empleo vinculado al concepto de 
ciudadanía, configurando nuevas formas de relacionamiento Estado-mercado- 
sociedad. El ‘retiro’ del Estado a través de privatizaciones, desregulación de 
servicios, creciente apertura local al mercado internacional, configuró a quien 
perdía su trabajo como desempleado aunque mantenía su condición de 
ciudadano. Sin embargo, los altos índices de desocupación conjuntamente con 
el crecimiento de la pobreza, condenaron a los sujetos a la condición de 
excluidos al ser expulsados de la protección social en su conjunto; justamente, 
en esa condición se realizó un nuevo proceso clasificatorio que mutó desde la 
dicotomía capital-trabajo en los primeros años de la década del noventa, hacia 
la de inclusión-exclusión (Avalle, 2010) en los últimos años.
La incapacidad para sortear la precarización social, quedó expresada en los 
acontecimientos sociales de 20016. En este marco de emergencia social la 
primera línea de intervención frente a la pobreza fue el ‘Derecho Familiar de 
Inclusión Social: Programa Jefes y Jefas de Hogar Desocupados’ conocido 
como Plan Jefes y Jefas de Hogar que sería aplicado en todo el país hasta 
diciembre de 2002 una vez que fuera estabilizada la situación.
Sin embargo estas medidas debieron mantenerse a lo largo del tiempo, 
modificándose una vez más los modos de relacionamiento Estado- 
desocupados de manera permanente. La cuestión del empleo ya no pudo ser
6 Para profundizar sobre el tema ver Sidicario (2001), Boyer et al. (2004), Cortes Conde 
(2003), Scribano, Shuster (2001), Basualdo (2001), Giarracca (2001).
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pensada como una relación mercantilista entre exceso de oferta frente a una 
disminuida demanda; su abordaje hizo necesario afrontar de manera integral la 
problemática.
Aparecen entonces, como mecanismo de respuesta, políticas para reforzar 
la lógica inclusiva que constan de medidas activas a fin de colaborar con la 
incorporación de los individuos al mercado del trabajo a través de incentivos y 
generación de oportunidades; y medidas pasivas centradas en proveer 
subsidios y prestaciones frente al desempleo.
Considerando que el desempleo no es una simple carencia de ingreso, sino 
que es una fuente debilitadora profunda que conlleva a la exclusión social de 
gran parte de la población, este tipo de políticas reformula el rol estatal 
pasando de una modalidad asistencial a otra de promoción; modifica su 
enfoque de abordaje incorporando la situación estructural y no sólo coyuntural 
del desempleo y redefine al destinatario en dos sentidos: primero, lo incluye 
como grupo poblacional definido y por otro lado, lo piensa en clave de derechos 
(Brandán Zehnder, Assusa, 2013). Este marco ideológico configurado en el 
gobierno kirchnerista comenzó a considerar la vulnerabilidad de la economía 
atada al flujo de capitales y el gran desempleo se planteó como ‘problema 
público’ (Brandán Zehnder, 2010). La pobreza es "interpretada dentro de un 
marco general que debe ser afrontada desde distintos ángulos bajo el 
paraguas del concepto de ‘inclusión social integral’” (Brandán Zehnder, 2010, p. 
10).
Así, esta perspectiva teórica supone la intervención directa del Estado 
(cualquiera sea su nivel) en el mercado de trabajo a través de normas y 
orientaciones a fin de prevenir o aliviar el desempleo y promover el empleo, a 
través de políticas de inserción laboral, formación para el empleo y promoción 
del mismo, fortalecimiento de la actividad productiva local, etc. (OIT, 2008, 
citado por, Brandán Zehnder, 2014).
Las políticas activas laborales fueron ancladas "en los territorios locales, a 
través de acuerdos específicos con las distintas jurisdicciones; y, [surge] una 
nueva concepción de la política social ya no vista como una mera asistencia 
estatal que emerge en situaciones puntuales y como estrategia de contención 
de determinados grupos, sino como un derecho ciudadano para cualquier 
individuo argentino” (Brandán Zehnder, 2010, p. 12).
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En este marco uno de los sectores poblacionales que se definió a partir de 
numerosas políticas estatales como relevante fue el de los jóvenes debido a su 
importancia como forjadores de un futuro, sus dificultades para incorporarse al 
mundo laboral y su consecuente vulnerabilidad social derivada de condiciones 
de vida marginales (Brandán Zehnder, et al., 2013). Así, aquellos jóvenes que 
quedaron fuera del sistema de beneficios con los demás programas de 
asistencia, fueron integrados no desde la inclusión laboral directa, sino desde 
la capacitación a fin de ayudarlos en su inserción laboral. La generación de 
capacidades laborales en los individuos se definió como el medio crucial de 
acceso al mercado de trabajo; además, esta generación de capacidades fue 
considerada como uno de los objetivos a mejorar por los gobiernos desde un 
prisma que abarcó tanto el aumento de índices de inserción laboral, como la 
inclusión de los ciudadanos desde una concepción complementaria de trabajo y 
bienestar social en términos de dignidad humana (Brandán Zehnder et al., 
2010).
Este modelo de abordaje estatal se relacionó con una cultura de trabajo 
vinculada a la combinación de las condiciones estructurales del mercado 
laboral, intentando dirigirse siempre hacia la facilitación en el acceso, 
permanencia y adaptabilidad a éste. El concepto de trabajo entendido como 
factor de producción, muta por el de empleabilidad que apunta a fomentar el 
desarrollo de las capacidades, aptitudes y habilidades de los individuos para 
adaptarse al mundo del trabajo indistintamente la formación que posean 
(Formichella, London, 2005; Campos Ríos, 2003; Brunner, 2001; Weinberg, 
2004).
La empleabilidad aborda la problemática de la exclusión social no sólo 
desde la imposibilidad del individuo de acceder a un trabajo, sino también 
desde la incapacidad para mantenerse en éste con relativa estabilidad 
impidiéndole un buen vivir.
Entendiéndola como una cualidad de los sujetos, la cual puede ser 
modificada, potenciada y adaptada a las demandas complejas y versátiles del 
mundo productivo, Weinberg (2004) agrega que la estructura de posibilidades 
no se conforma solamente por las características y responsabilidades de cada 
individuo, sino también, por todo el colectivo social público-privado en lo
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relativo a garantizar los mecanismos democráticos disponibles para acceder a 
los recursos para ser empleable.
Formichella et al. (2005), consideran que en aquellos ambientes 
desfavorables y precarios, la adquisición de competencias y la obtención de un 
alto nivel educativo se tornan cada vez más difíciles, lo que acentúa 
consecuentemente las desigualdades sociales a lo largo del tiempo. Por esto, 
invertir en educación para el trabajo es importante a fin de detener el círculo 
vicioso provocado por la falta de personal calificado.
Weinberg (2004), contribuye a esta noción de educación para el trabajo 
definiendo formación profesional, como aquellas habilidades o destrezas que 
un individuo puede adquirir a través de un cúmulo de conocimientos impartidos 
teóricamente. De esta manera la formación profesional se torna componente 
fundamental de las políticas públicas de empleo ya que se la entiende como 
una estrategia llevada a cabo a fin de obtener un empleo, aumentar su calidad 
y, como afirma Campos Ríos (2002), elevar la propia productividad a través de 
la incorporación de conocimiento. Esto permite a su vez desarrollar los 
atributos de cada potencial trabajador, los cuales le servirán para superar los 
obstáculos que le imponga el mercado. Este autor explica que tanto el 
conocimiento formal impartido y apropiado en las escuelas como el informal, 
adquirido en el trabajo, son una pieza fundamental ampliando el abanico de 
posibilidades de incorporación de competencias. A su vez, afirma que autores 
como Theodore Schultz, Gary Becker y Jacob Mincer consideran a la formación 
para el trabajo más abarcativa que la escolaridad incluyendo aspectos 
actitudinales como la capacidad de comunicación, el relacionamiento 
interpersonal, la resolución de problemas, organización, trabajo en equipo, 
cultura organizacional y valores entre otros. Este conjunto de factores le 
permiten aumentar su capacidad para elegir, conseguir, conservar y mejorar su 
empleo, adaptarse al cambio e inclusive, cambiar de trabajo cuando lo deseen 
(Weinberg, 2004; Brunner 2001, citado por Formichella et al., 2005).
De esta manera, se puede afirmar, entonces, que formar para la 
empleabilidad establece "una correspondencia, al menos teórica, entre lo que 
el trabajo demanda en términos de conocimientos, habilidades y destrezas y 
los [sic] que la formación profesional entrega o contribuye a desarrollar” 
(Weinberg, 2004, p. 3).
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Aprovechando la experiencia acumulada, y con el apoyo de la OIT y de 
otros organismos internacionales, Argentina apostó fuertemente a este tipo de 
estrategias ubicando a la política social de empleo en el centro de las políticas 
públicas de promoción de la inclusión social y reducción de la pobreza 
(Forteza, 2012; Neffa, 2012; Res. 497/08 MTEySS) a través del Plan Nacional 
Más y Mejor Trabajo como herramienta del MTEySS. Sitúa en el centro mismo 
de la política pública, una serie de acciones de servicios de empleo a fin de 
propiciar políticas tendientes a la creación de empleo genuino y transformar 
programas asistenciales en generadores de políticas de integración social y 
productiva de la población desocupada.
Este Plan aglutina y articula la mayoría de los programas de la Secretaría 
de Empleo del Ministerio de Trabajo a fin de brindar un conjunto de opciones 
coherentes frente a la problemática de la vulnerabilidad social; a partir de 2005 
incorpora la dimensión de desarrollo económico territorial como base de apoyo 
para la implementación de los planes y programas en el territorio a través de 
los municipios y comunas (Abad, Arroyo, 2011), cobrando importancia el 
concepto de territorio local como proyecto de desarrollo.
Oscar Madoery (2001) explica esta visión de territorio que no se remite a la 
delimitación geoespacial de una jurisdicción, sino que "entiende que la escala 
geográfica es, en esencia política, que el territorio como tal, dotado de 
identidad, historia y proyección no es un dato que heredamos, sino un 
resultado, un producto de la estrategia (Madoery, 2001, p. 6). Identifica a la 
política como síntesis de las relaciones de poder y al territorio como el espacio 
dotado de significado. Bajo este concepto, "la posibilidad de caracterizar los 
múltiples espacios geográficos y convertirlos en territorios dotados de sentido 
significativo, sólo es pensable a partir de variables políticas” (Madoery, 2001, p. 
2).
En este marco de definiciones el autor explica que existen dos maneras de 
hacer e implementar la política pública: un modelo hacia el territorio y un 
modelo denominado política territorial.
El primero "presenta una direccionalidad "arriba-abajo” y concibe al territorio
como el mero ámbito de aplicación o "teatro de operaciones” de la política
exógena. En ese marco, los actores territoriales son receptores pasivos y
gestores subordinados de decisiones concentradas en la esfera central de
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gobierno o en otra esfera "supra” territorial. Por el contrario, el modelo de 
política territorial, tiene una direccionalidad "abajo-arriba”, y concibe al territorio 
como lugar de identidad y proyección. En ese marco, los actores territoriales 
son protagonistas de dinámicas endógenas articuladas con lo nacional y 
regional, pero protagonizadas desde lo local. Esta política territorial es una 
manera distinta de hacer política de desarrollo en América Latina y como tal es 
definida conjuntamente entre responsables nacionales, regionales y locales” 
(Madoery, 2011c, 10). Esta perspectiva propone que las responsabilidades 
geográficas para el desarrollo se redefinan asumiendo, el nivel central, nuevas 
funciones y habilitando a los ámbitos más pequeños, espacios de poder y 
gestión. Se apunta a una lógica de suma y articulación fortalecida que amplía 
las posibilidades de acción local (Madoery, 2011c), entendiendo la 
implementación de las políticas desde esta concepción como territorialización.
Al concertar acuerdos territoriales entre el nivel nacional y los gobiernos 
locales para ejecutar los programas, la política de empleo dota de una 
singularidad específica al territorio local y supone modificar algunos de los 
aspectos estructurales del aparato administrativo (como los diseños 
institucionales: espacios, prácticas y normas), las capacidades disponibles 
(recursos económicos, procesos de toma de decisiones, etc.) y la cultura 
política (acuerdos o desacuerdos vinculados a ideologías y aspectos partidarios 
compartidos).
Entre los programas situados en esta lógica se encuentra al Programa
Jóvenes con Más y Mejor Trabajo que cobró gran importancia debido a su
magnitud de respuesta en términos territoriales y a su permanencia en el
tiempo continuando en la actualidad. Se conformaron espacios institucionales
locales, las OE, que viabilizaron su ejecución tornando a lo local relevante en
dos direcciones: por un lado, en la gestión gubernamental-administrativa
atendiendo la prestación de servicios, los recursos humanos, la organización
de la administración, gestión de la burocracia, el funcionamiento del Programa,
las relaciones inter-jurisdiccionales, etc.; y en su función política en tanto
articulador de intereses y concepciones, comienza a actuar como mediador de
lo común, lo ciudadano (Mazzalay, 2011). En este último sentido, y haciendo
particular hincapié en su relación con el desarrollo y las políticas de empleo, la
Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP) arguye que la
16
cercanía de los gobiernos locales a la ciudadanía implica un aumento de 
efectividad en la aplicación de las políticas en tres sentidos: en primera 
instancia, se conoce en profundidad las debilidades y retos que se presentan 
en el mercado laboral posibilitando la propuesta y orientación de políticas más 
acertadas. En segundo lugar, se toma conocimiento de las necesidades de la 
estructura productiva del territorio viabilizando acciones pertinentes para 
potenciar la situación actual. Por último, "se reconocen necesidades y 
carencias de la población y su actitud ante el mercado de trabajo” (FEMP, 
2011, p. 13).
Estas disquisiciones sobre el rol del gobierno local, han puesto en evidencia 
la necesidad de adecuar y compatibilizar las estructuras de las organizaciones 
públicas a las estrategias de intervención estatal e implica pensar en dinámicas 
de gestión diferentes.
Sin embargo se puede observar que si bien los gobiernos locales "gozan de 
dos ventajas comparativas respecto de los gobiernos centrales [como] mayor 
capacidad de representación y legitimidad; [o] más flexibilidad y adaptabilidad” 
(Mazzalay, 2011, p. 42, Tecco, 1997), frecuentemente se encuentran 
condicionados administrativa y financieramente por instancias 
gubernamentales superiores; sumado a esto, tienen poco poder para enfrentar 
actores económicos y políticos globales (Mazzalay, 2011).
Es interesante preguntar entonces cómo se relacionan los gobiernos 
locales con los diferentes actores que participan en la implementación de la 
política de empleo para subsanar esta carencia de posibilidades que limitan su 
accionar.
Hoy, frente a un contexto global-glocal7 donde los espacios subnacionales 
cobran un significado propio; donde las estructuras gubernamentales mutaron; 
la noción y construcción social y política en torno al empleo modificaron el 
contexto de actuación; y la manera de gestionar las políticas públicas de 
empleo posee ahora articulaciones y lógicas propias; la gobernanza multinivel 
adquiere características especiales.
7 Para profundizar sobre el proceso de glocalización se puede revisar Robertson (2000); 
Swyngedouw, (1997); Roudometof (2005); Perales (2011); Gudynas (2005), entre otros.
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Interesa ver entonces, cómo las políticas para jóvenes en contexto de 
desempleo son ejercidas en los territorios locales y cómo es la estructura de 
relacionamiento entre los actores intervinientes; si son adaptadas eficazmente 
al territorio o si necesitan mejores estrategias que apropien la política de una 
manera más eficiente.
En este sentido, el programa Jóvenes como política de empleo es uno de 
los programas referentes de las políticas sociales y puede ser analizada su 
estructura de gobernanza multinivel en la ciudad de Córdoba entre el periodo 
2013-2014.
CONCEPTO DE GOBERNANZA MULTINIVEL
La Gobernanza es un modelo teórico surgido en un contexto complejo 
donde las decisiones tomadas unilateralmente con una lógica top down por 
parte de un Estado central resultan insuficientes, y los procesos como el 
descentralizador y las lógicas de concertación público-privadas cobran 
centralidad (Cerrillo i Martinez, 2005; Hooghe et. al., 2003; Mayntz, 2002; 
Mazzalay, 2010; entre otros). "En este sentido, la gobernanza como guía de la 
interacción entre actores interdependientes supone una modificación de las 
relaciones entre el Estado y la sociedad, permitiendo hacer frente a los 
numerosos intereses, recursos y visiones que los diferentes actores ostentan” 
(Cerrillo i Martinez, 2005, p. 11).
El concepto tuvo un desarrollo importante en los estudios europeos que, si 
bien no lo definen unívocamente (Closa; 2003, citado por Castro Conde, 2010), 
le otorgan características comunes vinculadas a los procesos decisorios como 
multiplicidad de actores, relevancia de relaciones informales, e 
interdependencia de actores públicos y privados.
Se encontró (Hooghe,1996; Marks, 1993 citados por Hooghe et al., 2003) 
que se incorpora el concepto multinivel unido al de gobernanza para describir 
un sistema de negociaciones continuas entre gobiernos diferenciados 
territorialmente (supranacional, nacional, regional y local) distintivo de la 
estructura política de la Unión Europea. Sin embargo actualmente el término se 
ha generalizado (Bache y Flinders, 2004; Grande, 2000; Hooghe y Marks, 
2001) y es utilizado para estudiar la estructura de negociaciones que se dan en 
otros espacios diferentes de la configuración europea. En este marco, los
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autores entienden al territorio como niveles territoriales de poder, convirtiéndolo 
en el ámbito donde la política entra en relación con los sujetos, los interpela y 
deja de restringirse a lo meramente geográfico. Dejan de lado entonces, la 
noción tradicional de territorio con una funcionalidad espacial, y aislado de 
otros espacios. Se suma asimismo, la difusión en la toma de decisiones 
informales (Ansell, 2000; Kohler-Koch y Eising, 1999; Peterson, 2001) que, 
vinculada con el territorio así entendido, otorga un sentido diferente a las 
posibilidades de los actores vinculados a la resolución de lo público, facilitando 
su amplitud, profundidad y protagonismo.
Sumado a esto, la gobernanza multinivel presta atención a las instituciones 
(procesos y normas) como marcos reguladores de las interacciones entre los 
actores (Stroker citado por Castro Conde, 2010), haciendo hincapié en la 
cooperación y coordinación necesarias para la gestión de lo comunitario.
En este marco de definiciones, el concepto cobra un sentido relacional en la 
yuxtaposición de actores públicos y privados con sentidos y significados 
propios; y el manejo de lo público es entendido como proceso y no como acto 
aislado.
En este estudio se dejan de lado aquellas nociones internacionalistas 
debido a que el foco se centra en aquellas interrelaciones existentes (o 
inexistentes) entre los diferentes niveles y actores vinculados al Programa 
Jóvenes con Más y Mejor Trabajo, una política de nivel nacional.
A fin de comprender las estrategias que se tejen en torno a este programa, 
es necesario incorporar un modelo de estudio que permita identificar y analizar 
cuáles son las dimensiones que intervienen en su gestión.
Es necesario aclarar que las tipologías son, al mismo tiempo, teóricas y 
prácticas; es decir son un modelo teórico de análisis y asimismo permiten 
definir la estructura de relacionamiento entre actores en torno a una política 
determinada, en este caso, el Programa Jóvenes. A fin de hacer asequible el 
análisis del Programa, se construyeron dimensiones, partiendo de los modelos 
escogidos.
Al entender la gobernanza como multinivel Hooghe et al. (2003) entienden 
que el proceso de gobernar incorpora a todos los niveles de gobierno y otros 
acuerdos territoriales que puedan surgir (supranacional, nacional, regional, 
local), descentralizando la autoridad formal tanto hacia arriba (entidades
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supranacionales) como hacia abajo (gobiernos locales). Los autores afirman 
que este mecanismo de difusión de poder es más eficiente y superior al modelo 
estatal centralizado (Marks y Hooghe 2000; 2005); de hecho agregan que la 
gobernanza debe operar en múltiples escalas a fin de poder captar las 
variaciones de las externalidades que surgen de la aplicación de las políticas 
en el territorio. Así, "para internalizar las externalidades, la gobernanza debe 
ser multinivel”8 (Hooghe et al., 2004, p. 16). Explican que la academia (Pollack, 
1997; Majone, 1998; Weingast, 1995; Gray, 1973) ha acordado sobre los 
beneficios de la descentralización y el sentido de las unidades subnacionales, 
pero no hay acuerdo sobre cómo se debería organizar o estructurar la 
gobernanza. Por este motivo proponen dos tipologías a fin de facilitar el análisis 
empírico.
El tipo 1 de gobernanza describe mayor jerarquía entre los niveles; sus 
procesos e instituciones poseen mayor estabilidad (en funcionamiento, 
procesos, modificaciones, etc.) y su normativa generalmente aumenta los 
niveles de rigidez; a diferencia del tipo 2 que posee un esquema más flexible y 
sus procesos tienden a ser estratégicos a fin de resolver con mayor efectividad 
sobre los asuntos públicos. Según estos autores existe una complementariedad 
entre las tipologías ya que una enfatiza las divisiones territoriales o 
comunitarias y la otra la resolución de problemas y la obtención de resultados. 
Es decir, una es más próxima al modelo vertical burocrático y la otra a uno más 
horizontal de gestión más estratégica y flexible. Cada una, es por tanto, 
funcional a diferentes situaciones.
Tipos de Gobernanza multinivel
Para analizar los sistemas de gobernanza los autores clasifican las 
tipologías en dos dimensiones: características de los actores y características 
del sistema:
8 Cita traducida del idioma inglés por la tesista.
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CATEGORÍAS DE ANÁUSIS DE LOS TIPOS DE GOBERNANZA MULTINIVEL
TIPO 1 TIP02
PROPIEDADES DE LOS ACTORES
Jurisdicciones con propósito general Jurisdicciones con propósitos o fines específicos
Limites definidos y no superpuestos Límites solapados
PROPIEDADES DEL SISTEMA
Número lim itado de actores Número ilim itado de acotres
Estructura rígida Estructura flexible
Fuente: Hooghe et al. 2004
Tipo 1
El tipo 1 de gobernanza describe una estructura limitada en el número de 
niveles jurisdiccionales (internacional, nacional, regional, meso y local), cada 
uno de los cuales está ‘dentro’ o ‘contenido’ en uno mayor y así sucesivamente, 
como si se tratara de una matrioska (muñeca rusa). Los límites de esas 
jurisdicciones no se intersectan, no se mezclan al actuar sobre lo público. Así, 
en cada escala de territorio particular, la provisión de bienes o servicios 
públicos está en manos de una jurisdicción por vez, lo que hace que no se 
superpongan las acciones entre los niveles.
Su base fundacional es el federalismo. Éste, establece las relaciones entre 
el gobierno central con los demás actores, y determina las barreras de los 
gobiernos subnacionales que no se mezclan en sus responsabilidades jurídicas 
y administrativas (actores no entrelazados). La delimitación es territorial. Lo 
que hace nación, no lo hace provincia o municipio. La asignación de funciones 
a los diferentes actores se establece a través de un marco normativo con 
características estables y su modificación está enmarcada en los procesos 
legislativos.
La profundidad de las tareas y accionar de cada nivel también está 
delimitada: agrupa múltiples funciones, incluyendo un rango de 
responsabilidades políticas y, en muchos casos, un sistema de cortes e 
instituciones representativas, siempre pertenecientes a cada nivel particular.
El poder es compartido entre un limitado número de gobiernos operando en 
un número limitado de niveles. La toma de decisiones está dispersa entre las 
jurisdicciones pero concentrada en un número pequeño de paquetes, es decir, 
al territorializar una política nacional por ejemplo, se comparte el proceso de 
gestión entre los diferentes niveles de gobierno que intervienen en él
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delimitando las competencias para cada jurisdicción; esta lógica es lo que los 
autores denominan jurisdicciones de propósito general (el propósito es amplio -  
la política nacional- en donde cada jurisdicción posee un papel específico e 
integrado al del resto y donde las jurisdicciones menores poseen menores 
responsabilidades respecto al proceso completo de funcionamiento de la 
política).
Por otro lado, los autores plantean un sistema amplio (arquitectura durable) 
que plantea al modelo institucional como sistémico y con una estructura de 
triadas: una legislatura, un poder ejecutivo, y una corte. A medida que se sube 
de nivel, la estructura cobra más elaboración, aun siendo la estructura básica 
similar. La reforma jurisdiccional es costosa e inusual. En todo caso lo que 
sucede es relocalizar las funciones políticas a lo largo de los niveles existentes 
de gobierno.
Las jurisdicciones territoriales intentan ser, y generalmente son, estables 
por períodos de décadas o más tiempo, aunque las competencias políticas a 
través de los niveles jurisdiccionales es flexible posibilitando adecuación de las 
políticas públicas.
Posee mecanismos institucionalizados para lidiar con conflictos, incluso los 
de suma cero. Asimismo, son capaces de aprovechar las economías de escala 
en la provisión de instituciones democráticas. No es fácil la salida de los 
actores y no es opción factible para aquellos que desacuerdan con el gobierno. 
La salida de determinado sistema de gobernanza en el tipo 1 generalmente 
significa moverse en una localidad, región o país a otro.
Tipo 2
Los actores, toman decisiones, cooperan, en varias escalas territoriales; 
sus tareas son específicas según su especialidad o capacidad (intervienen en 
el ámbito de su competencia). Las jurisdicciones suelen ser flexibles más que 
durables, es decir existen asociaciones ad hoc de acuerdo al asunto a resolver.
Los actores poseen tareas específicas: se encargan de proveer un servicio
local particular como el monitoreo de los ríos o de brindar servicios
especializados como el transporte o la recolección de basura, provisión de
agua o alumbrado público. Así, se encargan estas actividades a empresas,
industrias, o a asociaciones de gobiernos locales pequeños. En este sentido,
los autores miran al sistema como un conjunto de negociaciones continuas
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entre niveles territoriales y en el mismo nivel. El diseño de este sistema de 
gobernanza se realiza para resolver problemas políticos específicos, como el 
majeo de un recurso común, establecer un estándar técnico, manejar un 
servicio urbano, etc.
No hay razón para que los miembros pequeños deban ser contenidos 
dentro de las fronteras de los más grandes. La potestad de acción puede ser 
superpuesta; no están claras las fronteras entre jurisdicciones, sino que la 
superposición e interconexiones mutuas adoptan la forma de una tarta con un 
perfil de corte semejante al de una torta marmolada (marble cake). Esto quiere 
decir que los miembros cruzan sus funciones, lo que implica la coexistencia de 
muchos centros de toma de decisiones que son formalmente independientes 
de los demás. Frey y Eichenberger (1999) llaman a este tipo de forma de 
gobernanza jurisdicciones funcionales, superpuestas y competitivas (JFSC). 
Este tipo de jurisdicciones son una forma institucional de variar el tamaño de 
las jurisdicciones públicas para minimizar las externalidades.
La membresía es voluntaria y uno puede ser miembro de varios grupos. 
Muchas jurisdicciones de tipo 2 facilitan la entrada y salida para crear un 
mercado para la producción y consumo de bienes públicos.
La mayoría no busca resolver desacuerdos fundamentales a través de 
deliberación u otros mecanismos formales (aunque de ser necesario se acude 
a ellos) y en su lugar permiten a los individuos elegir entre jurisdicciones que 
compiten dando lugar a una lógica más cercana a la de mercado (oferta- 
demanda).
El número de jurisdicciones es potencialmente enorme y las escalas a las 
cuales operan varían sutilmente. La incorporación de otros actores a la escena 
pública se fundamenta, según Hooghe et al., en la teoría de la elección pública; 
esta arguye que "cada bien o servicio público debería ser provisto por la 
jurisdicción que efectivamente internalice los costos y beneficios en su 
provisión” (Hooghe et al., 2004, p. 21) lo que abre la puerta a un amplio 
abanico de actores públicos y privados compitiendo y colaborando a tal fin.
La estructura de relacionamiento tiende a ser flexible: los actores van y 
vienen según las demandas por cambios de gobernanza.
El funcionamiento de las jurisdicciones es instrumental, su razón de ser no
requiere una identificación fuerte de sus miembros con ellas, sino sólo cubrir
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las necesidades presentes, por lo que no se opone ni opaca la autoridad 
estatal. Otra de las características es su diseño flexible ya que se hace 
presente la capacidad de adaptación a los cambios de las preferencias y 
necesidades de los ciudadanos. Este marco incorpora una dimensión horizontal 
que no es considerada en la tipología anterior donde se generan acuerdos 
interestatales y con actores no estatales, desde regionales hasta 
submunicipales.
La coordinación en la tipología 2 es entendida como onerosa en términos 
de costos de transacción debido a la multiplicidad de jurisdicciones 
intervinientes. El dilema de coordinación está dado cuando las políticas de una 
jurisdicción tienen derrames hacia otras. A mayor número de jurisdicciones, 
mayor costos de coordinación. Sin embargo, cuando aumenta el número de 
partidos o jurisdicciones afectados, las soluciones negociadas se ven 
facilitadas.
Los autores ensayan asimismo, alguna opción de mejora para el dilema de 
la coordinación tanto en el tipo 1 como en el 2. Por un lado, la coordinación se 
facilita y potencia cuando todos los actores intervinientes perciben de la misma 
manera la amenaza. Otra estrategia apunta a limitar el número de actores 
autónomos que han tenido que ser coordinados, limitando el número de 
jurisdicciones autónomas. Una tercera estrategia es limitar la interacción entre 
actores uniendo competencias en unidades funcionalmente separadas.
La segunda y tercera estrategia hace fuerte el tipo 1; al configurar el 
proceso de gobierno en un número limitado de jurisdicciones o actores, se 
ganan los beneficios de una coordinación más simplificada que a su vez se 
puede establecer formalmente. En la constricción en las interacciones entre los 
miembros, se colabora con la disminución de costos de coordinación con el 
riesgo de multiplicación de acciones equivalentes.
En el caso de una política pública nacional que invierta en detallar 
objetivos, roles, procedimientos, disminuiría los costos de coordinación y le 
otorgaría una mejor estrategia a la implementación sin perjuicio de anarquizar 
el sistema de colaboración; pero a riesgo de que la expertise de cada actor se 
vea desaprovechada ya que la rigidez de la división de tareas podría restringir 
la autonomía.
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Como ya se explicó, ambos modelos de gobernanza multinivel son más 
eficientes y normativamente superiores al monopolio de un Estado central; 
ahora cabe analizar, a través de las dimensiones construidas y presentadas a 
continuación, qué modelo se ajusta a la implementación del Programa Jóvenes 
con Más y Mejor Trabajo.
CONSTRUCCIÓN DEL MARCO DE ANÁLISIS
Para poder analizar la Política de empleo elegida es necesario construir 
dimensiones de análisis más específicas partiendo de las categorías 
propuestas por Hooghe et al. (2004). En este apartado se detallan las 
dimensiones de análisis a partir del modelo descripto anteriormente.
Considerando las categorías actores y estructura propuestos por estos 
autores y sus características: propósitos, límites, cantidad de actores y 
estructura, se han construido dimensiones de análisis más específicas como 
niveles jurisdiccionales, roles de los actores, recursos, institucionalidad, 
proceso completo de funcionamiento de la política, toma de decisiones, 
mecanismos de resolución de conflictos, relaciones y comunicación. Se 
configuró un cuadro con las tipologías en donde se clasifica la política 
analizando las dimensiones de manera relacional.
CONSTRUCCIÓN DE MARCO DE ANÁLISIS
CATEGORÍAS DE ANÁLISIS DIMENSIONES DE ANÁLISIS
DIMENSIÓN ACTORES
Niveles jurisdiccionales de intervención
Coordinación
Recursos
DIMENSIÓN ESTRUCTURA
Institucionalidad
Proceso completo de funcionamiento de la política
Proceso de toma de decisiones
Relaciones
Fuente: elaboración propia en base a Contrasting visions of multi-level 
governance. Hooghe, L., Marks, G., 2004.
Dimensión Actores
Se toma establecieron los niveles, roles y recursos dentro de esta 
categoría.
Niveles jurisdiccionales de intervención 
La jurisdiccionalidad es el ámbito que enmarca la actuación de los 
participantes; está conformada por las funciones políticas, la configuración
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territorial y la ordenación normativa. El tipo 1 de gobernanza multinivel 
determina que los niveles jurisdiccionales se ordenan unos dentro de otros para 
actuar sobre lo público, establece que existe una jerarquía entre esos niveles 
donde el superior enmarca las acciones de los inferiores. Esta lógica los 
autores la denominan muñeca rusa y se tomará en este trabajo para clasificar 
las lógicas de vinculación generadas en torno al Programa.
El tipo 2 de Gobernanza Multinivel afirma que los límites jurisdiccionales 
son difusos y cualquier actor puede, si posee la capacidad, actuar en cualquier 
nivel; promover acuerdos, decidir sobre asuntos públicos, etc.; esta lógica de 
concertación los autores la denominan marmolada y se denominará de esta 
manera en la clasificación del Programa. Asimismo, el tipo 2 estima un número 
ilimitado de niveles en contraposición del tipo 1 que se basa en la concepción 
federal del Estado que remite los niveles jurisdiccionales a dos o tres y a veces 
cuatro.
Esta dimensión intenta describir si los actores se relacionan en el marco de 
una lógica jerárquica, con límites definidos y un número pequeño de 
jurisdicciones, o por el contrario, se entremezclan de manera más estratégica 
actuando en diferentes jurisdicciones según se necesite en la resolución de lo 
público.
Coordinación
La coordinación implica observar la manera en que se lleva adelante el 
Programa desde la óptica de qué roles tienen los actores y si la ejecución de 
las actividades se hace en común combinando expertise de cada uno, know 
how, etc., o cada uno realiza una tarea diferente y exclusiva vinculada al área 
jurisdiccional en la que está inserto; y de la centralización de la gestión del 
Programa, es decir, si las tareas están predeterminadas por un actor o bien 
existe autonomía para llevar a cabo las actividades que cada actor prefiera, 
hacer propuestas de modificaciones del proceso según sea necesario, etc.
Una coordinación cercana al tipo 1 implica una división de tareas 
predeterminada por parte de un solo actor sin lugar a negociaciones previas 
sobre quién hará qué; también, la actividad que realiza un actor es exclusiva de 
éste y no rebasa los límites de acción hacia la competencia de otros actores. 
En cambio una coordinación que se acerque al tipo 2, incorpora instancias de
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coordinación negociada donde todos los actores tienen la posibilidad de 
proponer, e incluso, decidir sobre el rumbo que tomará el programa en el 
territorio determinado (autonomía en la gestión). Asimismo, se acercaría a un 
tipo 2 si los actores tuvieran tareas comunes que permitieran combinar sus 
acciones según su capacidad y experiencias de manera más estratégica 
(teniendo en cuenta lo que necesita el contexto).
Recursos
Es el conjunto de medios o instrumentos materiales, financieros y humanos 
que viabilizan la ejecución de la política pública. Disponer de recursos y tener 
capacidad de decidir sobre ellos son dos aspectos fundamentales para 
gestionar eficazmente, pero insuficientes si se apunta a fortalecer la política 
pública y a generar mayor eficiencia en su gestión; para ello es preciso que los 
recursos considerados críticos por un actor sean generados en su totalidad o 
en parte por éste. Cuando los recursos centrales para realizar la función de un 
nivel los aporta otro actor, se crea una lógica dependiente que no es 
recomendable; sucede lo mismo cuando el aporte tiene un único origen y no 
existe diversificación de proveedores; la política corre el riesgo de tener una 
estructura rígida y poco adaptable en caso de una crisis con esos socios 
estratégicos.
Si además, esas lógicas se mantienen a lo largo del tiempo se genera una 
cultura inercial ya que los niveles inferiores, voluntaria o involuntariamente, no 
desarrollan capacidades que les brinden autonomía. Si se quisiera apuntar a 
fortalecer la política pública sería importante entonces, contar con una 
diversidad de orígenes de recursos de los cuales, principalmente los centrales, 
sean propios.
En el presente estudio se analiza el origen de los recursos necesarios para 
la implementación del Programa y la centralidad de los mismos.
Dimensión estructura
Institucionalidad
El concepto de institucionalidad aquí considerado incorpora la propuesta de 
Repetto (2004) que "interpreta las instituciones como las reglas de juego 
formales e informales que estructuran las relaciones (...) entre grupos e 
individuos interesados en una determinada temática pública (...). Rigen y
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orientan la acción de los actores, ayudándoles a crear recursos políticos” 
(Scharpf, 1997 citado por Repetto, 2004, p. 10-11). Observar el modelo 
institucional efectivo que enmarca la política pública permite exhibir las 
posibilidades y limitaciones que condicionan normativa y ejecutivamente a los 
actores involucrados en el proceso. "Asimismo [facilita] la comprensión de las 
potenciales rutas de acceso (Fox, 1994), por donde se canalicen las demandas 
y necesidades de los distintos sectores que conforman el espacio público” 
(Ídem).
El autor describe tres niveles de acción de las instituciones según su 
dominio: reglas de primer nivel (R1) son aquellas “reglas, rutinas o normas que inciden 
en los resultados o contenidos específicos de una acción pública puntual, como por 
ejemplo en el ámbito del programa” (Ídem, 12); reglas de segundo nivel (R2) que 
determinan resultados específicos en relación a las del nivel 1, por ejemplo una ley que 
especifica quiénes toman las decisiones y la manera en la que éstos deciden las reglas de 
menor nivel, o también “la inclusión de ciertos jugadores en la decisión del formato y 
naturaleza del nivel R1 en cuestión -más allá de no tener autoridad legal para ello- 
constituye un ejemplo del nivel R2 informal” (Ídem). Las de tercer nivel (R3) “son las 
que gobiernan a las de menor nivel (R2) y que determinan aún más las de menor nivel 
(R1), que inducen resultados específicos. Las reglas del nivel R3 definen quién 
y cómo se hacen las reglas en general -más allá de asuntos específicos. En 
este sentido, las instituciones del nivel R3 definen los procesos de participación 
política y de decisión en el ámbito público. (...) Ejemplos del nivel R3 formales 
son, obviamente, las constituciones en el ámbito de un territorio nacional y, en 
muchas ocasiones, los pactos fiscales, según el peso específico de sus 
contenidos” (Ídem).
Respecto a las reglas informales que intervienen en la institucionalidad del 
Programa, se observarán a través de los flujos de comunicación establecidos, 
ya que es en esta dimensión comunicacional en la que se pudo evidenciar con 
mayor claridad este aspecto.
La institucionalidad normativa permite analizar las normas formales
materializadas por los distintos niveles jurisdiccionales. Una institucionalidad
normativa estratégica cercana al tipo 2 incluiría acuerdos horizontales,
preeminencia del nivel local de gobierno en la cristalización de normas, e
incluso podría incorporar mecanismos de retroalimentación que incorpore
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demandas y necesidades ciudadanas; es decir, habría preponderancia de 
reglas del primer nivel (R1). Por el contrario, una preeminencia de regulaciones 
de nivel 2 ó 3 que administren el proceso de la política, se acerca al tipo 1 de 
gobernanza más rígido.
La jurisdiccionalidad es el ámbito que enmarca la competencia de acción de 
los actores; está conformada por las funciones políticas, la configuración 
territorial y la ordenación normativa.
Por Institucionalidad jurisdiccional se entiende a los actores de los 
distintos niveles territoriales como a otros actores no circunscriptos al territorio 
intervinientes en este sistema de gobernanza multinivel. Se intenta dilucidar 
cuáles son estas instituciones, cuál es la preeminencia de cada nivel y si 
incorporan a actores no gubernamentales en el ciclo de la política. Se 
presupone que en una gobernanza de tipo 2 la concertación entre los actores 
gubernamentales y no gubernamentales implica una participación proporcional. 
En cambio el tipo 1 supone una preeminencia institucional (en términos de 
centralidad e importancia en el cuadro de relaciones) de los actores estatales 
frente a los no estatales y de los niveles superiores de gobierno más que los 
locales.
La reforma normativa del programa está sustentada en la noción de que 
la ordenación normativa es una herramienta de institucionalización de procesos 
que se presentan en una sociedad; observar el comportamiento normativo de 
una política pública permite esclarecer si ésta se adapta a un territorio o bien si 
su lógica de implementación no tiene en cuenta las variaciones sociales, 
culturales e identitarias de una población determinada. Según cómo se definan 
y articulen los mecanismos de retroalimentación o la actualización de, sobre 
todo, las normas de nivel uno (R1), el modelo de gobernanza estará más 
cercano al tipo 1, o al tipo 2. En el primer caso la reforma es más costosa y 
menos probable; en el segundo, en cambio, las estrategias de adaptación 
normativa son más frecuentes.
Prever mecanismos de resolución de conflictos dota, por un lado de 
previsibilidad al sistema y por otro, de mayor rigidez. En el modelo de 
Gobernanza Multinivel abordado, tanto en el tipo 1 como en el tipo 2 de 
gobernanza se contemplan estos mecanismos. Es necesario por lo tanto
29
vincular esta dimensión con el resto para determinar la rigidez o flexibilidad del 
sistema.
Mecanismos de comunicación: El proceso comunicacional plasma y 
configura las relaciones entre actores y permite evidenciar la estructura político- 
administrativa en torno a la política específica. Está compuesto por flujos de 
información con direccionalidad ascendente, descendente u horizontal, y los 
canales pueden ser formales o informales.
Se presupone que una estructura muy formalizada, rígida y poco adaptable 
utilizará canales informales en la mayoría de las comunicaciones que se 
generen en cualquiera de las direcciones; asimismo, cuando las relaciones 
sean predominantemente jerárquicas y la información central, los flujos 
comunicacionales tenderán a ser verticales y los canales utilizados serán los 
formales; cuando las relaciones entre pares cobran relevancia, la comunicación 
horizontal resalta, pudiendo ser formal o informal dependiendo de la relación 
establecida.
Proceso completo de funcionamiento de la política
Esta dimensión refiere a las etapas por las que transcurre una política 
pública desde que el diagnóstico hasta la implementación de una problemática 
social. Se consideran las etapas de análisis (diagnóstico-decisión), diseño, 
implementación y evaluación entendiéndolas de manera sinérgica y adaptable 
al contexto de acción.
Si bien las tipologías de Hooghe et al., no especifican cuestiones sobre las 
etapas de una política pública sí consideran la rigidez o flexibilidad de la 
estructura que se desenvuelve en torno a aquélla, y la jerarquía como 
contracara de la estrategia en la definición de la estructura de gobernanza.
Al combinar la variable etapas con las características de gobernanza 
mencionadas, podemos definir tres dimensiones de análisis que nos permiten 
detallar la estructura de gobernanza multinivel del programa Jóvenes en la 
ciudad de Córdoba.
En primer lugar importa conocer en qué etapa incorpora el gobierno 
municipal sus acciones ya que para que una política sea flexible es importante 
que todos los actores involucrados en ella intervengan en las primeras etapas 
de análisis y diseño. Si sólo lo hiciera al momento de la implementación,
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perdería oportunidades de contribución y decisión importantes que ya las 
estrategias fueron establecidas por otros actores, disminuyendo las 
posibilidades de modificación de la política resultando un proceso determinista.
Se complementa lo antes dicho con la observación de la determinación de 
objetivos fines o metas a las que se debe llegar en un período determinado 
según cada rol. Lo que se intenta establecer es si vienen predeterminados o si 
el actor los define para sí mismo. En el primer caso el modelo se acercaría al 
tipo 1 y lo contrario sucedería en el segundo caso.
Por último establecer si existe algún tipo de evaluación permite observar la 
capacidad de adaptación de la política y medir si es eficaz en términos de 
desarrollo.
Proceso de toma de decisiones
El proceso de toma de decisiones abarca todo el proceso de 
funcionamiento de la política. Al incluir la noción de difusión de autoridad de 
Hooghe et al. (2004) se abre la posibilidad de analizar con mayor detalle qué 
actor decide qué asunto, y consecuentemente, a cuál de los tipos propuestos 
se acerca la estructura de gobernanza de este programa.
Una estructura flexible en la toma de decisiones, tipo 2, implica distribuir 
entre los actores la potestad para tomar decisiones; intervenir en varias etapas 
del proceso decisorio; tomar localmente decisiones centrales, y no sólo 
administrativas sino también político-estratégicas. Estas características otorgan 
autonomía al proceso y permiten adaptarlo a las variaciones del contexto en el 
que se trabaja.
Es necesario observar en cuántas y cuáles etapas los actores toman 
decisiones y cuál es la injerencia de la Municipalidad; si esas decisiones son 
cruciales o bien secundarias; si se consideran operativas (administrativas) o 
político-estratégicas.
Relaciones
La flexibilidad o rigidez del sistema están ligadas al tipo de relación que 
establecen los actores entre sí. Si las relaciones institucionalizadas son 
formales, enmarcadas en procedimientos y normas de nivel 2 ó 3; si el período 
de tiempo de los acuerdos celebrados es de largo plazo; si no hay posibilidad 
de incorporación de los actores al cuadro de relaciones en cualquier momento
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de la implementación; resulta un esquema de relaciones más bien rígido y 
cercano al tipo 1 de gobernanza.
La formalidad o informalidad están vinculadas a la historia en común 
compartida entre los actores y permiten vislumbrar tanto la estabilidad como la 
rigidez de la estructura. Puede relacionarse con el tipo de información que se 
maneja, los mecanismos de comunicación establecidos, la inercia 
administrativa.
La permanencia de las relaciones en el tiempo: corto, mediano o largo 
plazo. Se toma como largo plazo la duración de un período de gobierno (4 
años). Se relaciona con la estabilidad de objetivos y estrategias, en 
consecuencia del proceso completo de funcionamiento de la política.
Los mecanismos de entrada y salida: observado a través de la duración 
de los mecanismos dispuestos para concretar el vínculo (cuánto dura un 
contrato o convenio firmado, etc.), puede acercar a la flexibilidad o rigidez del 
sistema.
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CAPÍTULO 2: M a r c o  m e to d o ló g ic o
La presente investigación social pretende describir desde el paradigma de 
la gobernanza multinivel cómo se relacionan los distintos actores para 
implementar la política de empleo Jóvenes con Más y Mejor Trabajo. Siguiendo 
a Hernandez Sampieri, Fernández Collado, Baptista (2006), los estudios 
descriptivos intentan precisar propiedades, características o cualidades de 
grupos sociales, individuos, procesos, etc., que se estén analizando. Durante el 
proceso de investigación se recolectan datos y se miden o evalúan, sobre las 
variables, aspectos, dimensiones o componentes del fenómeno a investigar. El 
objetivo de un estudio descriptivo no es indicar cómo se relacionan las 
variables medidas sino que intenta medir o recoger información de manera 
independiente o conjunta para describir lo que se investiga.
Este tipo de estudio permite exponer de manera precisa aristas de un 
fenómeno, acontecimiento, colectividad, etc., identificando qué se medirá y 
sobre qué o quiénes se recolectarán los datos. El valor de los estudios 
descriptivos es que "ofrecen la posibilidad de hacer predicciones aunque sean 
incipientes” (Hernandez Sampieri, 2006, p. 144).
Para poder responder la pregunta de investigación que se ha formulado se 
recorrió una estrategia de análisis que permitiera comprender el texto de la 
política pública en una realidad determinada; para esto se utilizó una técnica de 
análisis cualitativa que se fundamenta a través del análisis de caso.
La investigación cualitativa comprende y profundiza sobre el fenómeno 
estudiado observando el ambiente natural en que los individuos involucrados 
actúan y considera su percepción y relación con el contexto. Cuando el tema 
de estudio no se ha explorado lo suficiente se puede utilizar este tipo de 
enfoque.
El estudio de caso puede utilizar procesos de investigación cuantitativa, 
cualitativa o mixta para analizar profundamente una temática determinada a fin 
de responder al planteamiento del problema, probar hipótesis y desarrollar 
alguna teoría. Para Martinez Carazo (2006, p. 174) es "una estrategia de 
investigación dirigida a comprender las dinámicas presentes en contextos 
singulares, la cual podría tratarse del estudio de un único caso o de varios 
casos, combinando distintos métodos para la recogida de evidencia cualitativa
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y/o cuantitativa con el fin de describir, verificar o generar teoría”. En estos 
estudios no se busca universalizar los resultados, pudiendo replicarse en otros 
casos o contextos.
Siendo la pregunta de investigación: ¿Cuál es el tipo de Gobernanza 
Multinivel que se configura en torno a la implementación del Programa Jóvenes 
con Más y Mejor Trabajo en la Municipalidad de Córdoba entre 2013 y 2014? 
se especificará subsiguientemente la metodología utilizada.
PROPÓSITO
El propósito de esta tesis es analizar si hay una correspondencia entre la 
política efectiva de empleo elegida y la letra de la misma; qué tipo de 
gobernanza se configura en la política pública. Es decir, se pretende describir y 
analizar qué tipo de gobernanza multinivel se perfila en torno a la 
implementación de esta política pública de empleo.
ENFOQUE
El aspecto que interesa observar es la estructura de la gestión de la 
política. Sus aspectos dinámicos, las características de la política vinculadas al 
fenómeno de implementación
DIMENSIÓN TEMPORAL
Esta investigación se realizó en la ciudad de Córdoba durante los años 
2012-2016, tomando como periodo de estudio los años 2013 y 2014. Este es 
un periodo asequible ya que el Programa se encuentra en funcionamiento por 
tres años en la Municipalidad de Córdoba con una lógica de relacionamiento en 
marcha. A su vez, no implica un momento eleccionario que involucre, prima 
facie, cambios profundos de la dinámica de gestión del Programa que se 
relacionen directamente con este hecho; lo que facilita el acceso a los 
entrevistados debido a que siguen en funciones al momento de realizar las 
entrevistas.
UNIDAD DE ANÁLISIS
En este trabajo la unidad de análisis es el Programa Jóvenes con Más y 
Mejor Trabajo implementado en la Municipalidad de Córdoba entre 2013 y 
2014, a fin de conocer cuál es el tipo de gobernanza que configuran los actores 
intervinientes en el proceso. Se viabilizará el objetivo a través de la selección
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de la muestra compuesta por los funcionarios, empleados o gestores referentes 
de la política a nivel local y actores no gubernamentales que intervengan.
"En los estudios cualitativos el tamaño de muestra no es importante desde 
una perspectiva probabilística, pues el interés del investigador no es 
generalizar los resultados de su estudio a una población más amplia” (Sampieri 
et al., 2006, p. 596); se apunta en cambio a alcanzar profundidad del estudio. 
Se toman casos (participantes, personas, organizaciones, eventos, animales, 
hechos, etc.) que permitan comprender el fenómeno de estudio y responder la 
pregunta de investigación, que pueden replicar o extender la teoría vigente. El 
número de casos se adiciona hasta "la saturación de la teoría. [Es decir] que el 
número de casos apropiado depende del conocimiento existente, del tema y de 
la información que se pueda obtener a través de la incorporación de estudios 
de casos adicionales” (Eisenhardt, 1989 citado por Carazo, 2006, p. 183, 184). 
Cuando no se perciben nuevos datos en los casos adicionales y se alcanza un 
punto de redundancia debe detenerse la recolección de información.
Si bien no se proporciona un número exacto o rango de casos 
recomendables para definir cuando hay saturación teórica, Eisenhardt (1989) y 
Carazo (2006) sugieren entre cuatro y diez casos, y afirman que con un 
número menor es dificultoso generar una teoría con mucha complejidad siendo 
inconveniente empíricamente.
En esta oportunidad se eligieron ocho casos. Asimismo, se tuvo en cuenta 
que la muestra tuviera característica "diversa” como así también "teórica”. "Las 
muestras diversas o de máxima variación: son utilizadas cuando se busca 
mostrar distintas perspectivas y representar la complejidad del fenómeno 
estudiado, o bien, documentar diversidad para localizar diferencias y 
coincidencias, patrones y particularidades. [Las] muestras teóricas o 
conceptuales [se dan] cuando el investigador necesita entender un concepto o 
teoría, puede muestrear casos que le ayuden a tal comprensión. Es decir, se 
eligen a las unidades porque poseen uno o varios atributos que contribuyen a 
desarrollar la teoría.” (Hernandez Sampieri et al., 2006, 601).
Así se escogieron a los referentes de las organizaciones públicas de los 
niveles Nacional, Provincial y Municipal radicados en la Ciudad de Córdoba, y 
privadas, intervinientes en la ejecución del Programa que se encontraban en 
Córdoba durante ese periodo.
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La trama institucional desarrollada por el MTEySS describe unidades 
organizativas responsables de la operación del Programa a nivel territorial, 
denominadas Gerencia de Empleo y Capacitación Laboral (GECAL); éstas 
asumen el control de la gestión en cada jurisdicción, así como tareas de 
promoción, difusión, y asistencia técnica; por esto, se decidió entrevistar a la 
Coordinadora de la Gerencia en Córdoba y a la coordinadora del Programa 
Jóvenes en la GECAL.
Se contó con la información de la Coordinadora de Políticas Activas de la 
GECAL Córdoba sobre las empresas y asociaciones con las que se vincula el 
MTEySS a fin de contactarlas. Asimismo, se preguntó al referente de la 
Municipalidad de Córdoba con qué actores articula y, debido a la estrategia 
vertical del Programa no se sugirió ningún actor fuera de los que ya habían sido 
nombrados.
A nivel Provincial se entrevistó al responsable de la Unidad de 
Capacitación y Formación Profesional de la Agencia de Promoción de Empleo 
y Formación Profesional9. Asimismo se entrevistó a la Supervisora de la 
Modalidad de Jóvenes y Adultos del Ministerio de Educación de la Provincia de 
Córdoba. Ambos referentes son quienes coordinan en la jurisdicción provincial 
la implementación del Programa; únicas dos instancias en las que interviene la 
Provincia.
A su vez, se estableció en la Municipalidad de Córdoba, la correspondiente 
Oficina de Empleo10 (OE) a fin de llevar a cabo funciones técnico-operativas. 
En este caso, no se entrevistó a la máxima autoridad, sino al coordinador de 
Programas Laborales, perteneciente a la Dirección de empleo y capacitación 
laboral que depende de la Subsecretaria de desarrollo social la cual depende a 
su vez de la Secretaría de Gobierno, Participación Ciudadana y Desarrollo 
Social. Este referente fue identificado como la persona idónea en la 
coordinación operativa del programa en la Municipalidad.
Se tuvieron en cuenta los acuerdos sectoriales que se llevan a cabo. Se 
concertaron entrevistas con la referente a cargo del Centro de Formación
9 También se hará referencia a esta institución como Agencia.
10 Oficina de Empleo y Oficina de Empleo Municipal son considerados sinónimos y se 
entenderá de igual manera a OE.
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Profesional de la Asociación de Trabajadores de la Industria Lechera de la 
República Argentina (ATILRA) Córdoba que pertenece a la Fundación ATILRA. 
La coordinadora de capacitaciones del Clúster Córdoba Technology y el 
coordinador general de la Fundación para la Investigación y el Desarrollo 
Industrial Argentino (FIDEIAR), perteneciente a la Cámara de Industriales 
Metalúrgicos y de Componentes de Córdoba. Debido a que en sus entrevistas 
se evidenció la mencionada saturación conceptual, no se recurrió a otras 
organizaciones.
RECOLECCIÓN DE DATOS
Esta investigación posee dos niveles de análisis desarrollados 
conjuntamente; uno, a través de los instrumentos normativos de las políticas y 
otro a través de las entrevistas a los funcionarios responsables de la aplicación 
de la política. La utilidad de la gobernanza multinivel no radica en cómo una ley 
instituye los reglamentos, sino en cómo se estructura esa ley cuando se 
implementa en términos de relaciones. Es por esto que se requirió acudir a las 
entrevistas a fin de poder evidenciar los mecanismos reales y efectivos que se 
estructuran en torno a esta política de empleo.
En el caso de las fuentes primarias, se recurrió a entrevistas semi- 
estructuradas cuyo apoyo metodológico fue una guía de pautas realizada en 
base a las tipologías teóricas abordadas a los referentes de los organismos o 
instituciones mencionadas que intervienen en la implementación del Programa 
Jóvenes para el período y jurisdicción ya establecidos, como también a agentes 
involucrados en la ejecución o articulación operativa de éste.
Para las fuentes secundarias la técnica utilizada para la recolección de 
datos fue el análisis documental. Para ello se recurrió a documentos oficiales 
publicados como leyes, decretos y resoluciones; el análisis crítico de libros, 
papers, artículos académicos, publicaciones especializadas y artículos 
periodísticos.
TRATAMIENTO DE LOS DATOS
Sólo con el objetivo de explicar que en las entrevistas se han podido 
reconocer semejanzas teóricas manifestadas por los referentes entrevistados, 
que se tomarán como similares y tendrán el mismo tratamiento, es que se 
recurre al análisis de contenido como técnica de análisis. Consta de un
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conjunto de procedimientos de interpretación de productos comunicacionales 
como mensajes, textos o discursos registrados que elaboran o procesan datos 
basados en técnicas de medida cuantitativas (estadísticas basadas en el 
recuento de unidades) o cualitativas (lógicas basadas en la combinación de 
categorías). Su utilidad radica en la "des-ocultación o re-velación de la 
expresión, donde ante todo interesa indagar sobre lo escondido, lo latente, lo 
no aparente, lo potencial, lo inédito (lo no dicho) de todo mensaje” (Raigada, 
2002, p. 4).
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CAPÍTULO 3: A n á lis is
El PJMyMT (2008) es una política activa de empleo que se inscribe dentro 
del Plan Nacional Más y Mejor Trabajo, una herramienta del MTEySS con el 
objetivo de propiciar políticas tendientes a la creación de empleo genuino y 
transformar una dinámica asistencialista mediante la generación de políticas de 
integración social y productiva de la población desocupada (Forteza, 2012; 
Neffa, 2012; Res. 497/08 MTEySS). El Plan aglutina y articula la mayoría de los 
programas de la Secretaría de Empleo del MTEySS a fin de brindar un conjunto 
de opciones coherente frente a la problemática de la vulnerabilidad social. De 
estos programas con vinculación multinivel, el Jóvenes con Más y Mejor 
propone fomentar la inclusión social de toda la población joven en condición de 
exclusión vía generación de oportunidades de empleabilidad.
Con este fin se intenta, primero, posibilitar la inclusión social desde lo 
laboral a jóvenes entre 18 y 24 años de edad a través de acciones integradas 
que les permitan identificar el perfil profesional en el que deseen 
desempeñarse y generar cualificaciones requeridas por las regiones de 
referencia y ramas de actividad, fortaleciendo a su vez el entramado 
productivo a nivel local.
En segundo lugar, interesa ejecutar acciones coordinadas a fin de mejorar 
la empleabilidad a través de la finalización de la escolaridad obligatoria, la 
realización de experiencias de formación y/o de prácticas calificantes en 
ambientes de trabajo, y la posibilidad de iniciar una actividad productiva de 
manera independiente o insertarse en un empleo.
Por último, se intenta establecer un accionar público basado en el diálogo 
social entre la Nación, las provincias, los municipios, las comunas y juntas de 
gobierno, en conjunto con otros actores sociales (Forteza 2012; Res. N°261 
Secretaría de Empleo del MTEySS).
A fin de articular los programas con las necesidades y oportunidades que 
brinda cada territorio, el MTEySS "trabaja a través de una concertación 
específica con los referentes de cada nivel estatal [desplegando una lógica 
territorial], y el nivel sectorial que es el mapa a nivel de Argentina donde cada 
sector tiene su actividad e intenta [potenciarlo] sector desde la política de 
empleo. (...) Antes, [la única lógica que regía era la sectorial]. (...) Después se
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empezó con los gobiernos provinciales para dar una oferta más masiva, como 
estaba el Jefes y Jefas de Hogar, después se incorporó la lógica territorial 
[donde] cada municipio [puede] gestionar más pertinentemente” (PJMyMT 01, 
14 de julio de 2015) a través de las OE.
En 2005 la Secretaría de Empleo crea estas dependencias municipales a 
través de la Resolución 176/05, con recursos propios y asistencia técnica de 
organismos internacionales a lo largo del territorio nacional, conformando la 
Red de Servicios de Empleo11. Particularmente en la Provincia de Córdoba se 
han establecido 49 OE, de las cuales la de la Ciudad de Córdoba implementa 
el Programa desde el año 2010.
Estos objetivos proponen una dinámica de implementación particular que 
otorga importancia a los niveles menores de gobierno abriendo la puerta a que 
éstos colaboren de manera comprometida y propongan instancias de mejora en 
el ciclo de gestión de este Programa. A través de las concertaciones 
territoriales y sectoriales se podría presuponer que esta lógica enmarcaría 
entonces acciones más activas, comprometidas y con un grado mayor de 
autonomía. Sin embargo es importante observar qué sucede en la práctica.
Remitirse a la bibliografía y la normativa existente sobre este Programa 
puede resultar útil para conocer ciertos aspectos descriptivos de su estructura 
de gobernanza multinivel; sin embargo de la letra a la práctica hay variaciones 
importantes que es interesante considerarlas para conocer la apropiación del 
Programa en los territorios locales. Hay un valor evidente en poder observar su 
aplicación efectiva, real a través de los encargados de su gestión. Por eso se 
ha decidido analizar, a través de las dimensiones teóricas desarrolladas en el 
capítulo 1, la praxis de esta política de empleo.
A continuación se desarrollará la descripción del Programa al 
implementarse en la Municipalidad de Córdoba entre 2013 y 2014 y se 
analizará el tipo de gobernanza multinivel que se aplica a su gestión.
11 Según fuente actualizada de la GECAL Córdoba a octubre de 2014, existen 365 Oficinas de empleo a nivel nacional. Ver anexo 
1: imagen “Oficinas de empleo como PJMyMT-octubre 2014; material brindado por María Sotti. GECAL Córdoba.
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Dimensión Actores
Niveles jurisdiccionales
La jurisdiccionalidad enmarca la actuación de los participantes a través de 
las funciones políticas, la configuración territorial y la ordenación normativa. La 
manera en la que estos tres aspectos se combinan, determinan 
relacionamientos más cercanos al tipo 1 ó 2 de gobernanza. Una 
jurisdiccionalidad vertical (cercana al tipo 1) implica que los distintos niveles de 
gobierno jurisdiccionales se ordenan unos dentro de otros para actuar sobre lo 
público; asimismo en la articulación con los actores no gubernamentales hay 
preeminencia de lo estatal. En otro sentido, la cantidad de jurisdicciones 
intervinientes es relevante ya que en una tipología 1 el número se remite a la 
concepción federal del Estado de dos o tres y a veces cuatro niveles (número 
limitado) mientras que en una tipología 2 el número parte desde 4 niveles sin 
que haya un límite máximo de jurisdicciones en las que actuar.
Es necesario entonces observar el número de jurisdicciones implicadas y la 
lógica de concertación que operan en el marco de implementación del 
Programa Jóvenes a fin de conocer el tipo de Gobernanza Multinivel presente.
Número de actores y lógica de concertación
El Programa Jóvenes se implementa a través de dos mecanismos de 
concertación según la naturaleza de los actores; con los organismos estatales, 
la Nación configura una lógica territorial vinculada a la ordenación jurídico- 
geográfica del País (nación, provincia, municipio), y con los actores no 
estatales concierta mesas sectoriales cuya articulación posee un razonamiento 
más estratégico vinculado a la matriz económica y productiva de las regiones.
En la dinámica territorial se intenta alcanzar todo el territorio nacional 
estableciéndose Gerencias de Empleo y Capacitación Laboral (GECAL) en las 
capitales provinciales; éstas ocupan el lugar más relevante en la coordinación 
de las acciones en materia de empleo y capacitación laboral. Particularmente, 
en Córdoba existen dos: una en la capital provincial y otra en Rio Cuarto.
A nivel provincial el Ministerio de Educación es quien opera vía Dirección 
de Jóvenes y Adultos ofreciendo terminalidad educativa, y por otra parte la 
Agencia de Promoción de Empleo y Formación Profesional brinda formación 
laboral.
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El Municipio, que se encarga del trato directo con los beneficiarios, 
incorporó la OE en el Área de Empleo para Jóvenes.
Los actores estatales mencionados mantienen una potestad de acción que 
disminuye proporcionalmente conforme disminuyen los niveles jurisdiccionales. 
Las acciones de cada actor están contenidas en un marco establecido 
normativamente que respeta los límites jurídicos de cada nivel de gobierno.
En el esquema sectorial, tripartito, se incorporan otros actores como 
sindicatos, cámaras y ONGs que reflejan el mapa de Argentina que poseen los 
sectores productivos y el objetivo es potenciar ese sector desde la política de 
empleo. La articulación está dada entre el Gobierno Nacional y los 
representantes a nivel nacional de cada organización, cámara o sindicato; 
luego, para territorializar, éstos redireccionan los acuerdos a sus filiales u 
organismos descentralizados. En el caso del Clúster Córdoba Technology, la 
concertación la hace la Cámara de Empresas de Software y Servicios 
(CESYSS), situación que se replica con ATILRA que la concertación la hace la 
central radicada en Sunchales y en el caso de FIDEIAR, la concertación es 
con ADIMRA.
En este segundo esquema, la concertación promueve una vinculación que 
aprovecha la capacidad instalada que poseen los actores privados en el 
interior aprovechando su alcance; sin embargo, esta práctica podría incorporar 
actores locales que no tienen representación nacional pero que pertenecen al 
entramado productivo municipal o regional y que pueden potenciar la 
capacidad de acción del programa multiplicando la provisión de los servicios de 
empleo. Además, al incorporar al empresariado y al tercer sector local se 
genera un compromiso que redunda en una institucionalización de la política 
englobando no sólo a los beneficiarios, y operando de manera integral (tal y 
como es el espíritu de estas políticas sociales) frente a la problemática del 
desempleo.
Sintetizando, este cuadro de articulación, entonces, posee una 
concertación territorial que por definición se vislumbra con una lógica 
verticalista, de Muñeca rusa, que se da entre los distintos niveles de gobierno 
y otra sectorial que aun incorporando actores no estatales, está inmersa en una 
lógica similar a la concertación territorial: jerárquica, determinada, con 
lineamientos estandarizados a todos los actores.
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Se observa así, que ambas lógicas se realizan manteniendo un diagrama 
de gobernanza de tipo 1 con niveles jurisdiccionales delimitados, donde el nivel 
Nacional es quien promueve los acuerdos con el resto de los actores; las 
normativas que enmarcan el accionar de los involucrados están determinadas 
por este nivel; a fin de distribuir su institucionalidad a lo largo del territorio, 
Nación instala su oficina (GECAL) en cada provincia en vez de buscar 
alternativas institucionales que articulen en una mesa ambas lógicas (sectorial 
y territorial), generando incluso nuevos niveles jurisdiccionales para coordinar 
las estrategias de acción y adaptar más eficazmente la política a cada territorio 
específico. Esto último permite también evitar disputas o solapamientos en la 
gestión en caso que surjan y fortalecer la coordinación y cooperación entre los 
actores.
Así definido el esquema de relaciones, se pone en riesgo la 
particularización de la política a cada territorio afianzando tendencias inerciales 
que dejan a los niveles superiores la capacidad y responsabilidad de acción y 
favorecen el letargo de los niveles subnacionales. Si se pretende generar 
institucionalidad de largo plazo es necesario comprometer a cada uno de los 
actores implicados en el proceso de la política de manera seria, exigiendo 
acciones tendientes al desarrollo, pero también fortaleciendo sus capacidades 
a fin de afrontar sus obligaciones.
MARCO DE ANÁLISIS: DIMENSIÓN ACTORES
CATEGORÍAS DE 
ANÁLISIS
DIMENSIONES DE 
ANÁLISIS
SUBDIMENSIONES CLASIFICACIÓN TIPOLOGÍAS
Tipo 1 Tipo 2
ACTORES
Niveles de 
intervención
Número
Lim itado x
Ilim itado
Lógica de concertación
Muñeca rusa x
Marmolada
Fuente: e laborac ión  propia
Coordinación
El conjunto de actividades del Programa se pueden clasificar en 
prestaciones enfocadas a la orientación laboral, prestaciones enfocadas a la 
inserción laboral asistida y prestaciones de mejora de la empleabilidad.
Dentro del primer grupo se encuentran las acciones referidas a la 
Orientación e inducción al mundo del trabajo a cargo de las OE, efectivizada 
por los capacitadores, tutores y orientadores en el desarrollo de talleres. El 
MTEySS provee los diseños y materiales curriculares utilizados. La GECAL
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designa los recursos humanos y autoriza el cronograma que presenta la OE. 
Una vez finalizada esta etapa el orientador de la OE, en base al proyecto 
formativo y ocupacional definido con cada joven, lo derivará a las prestaciones 
del Programa que sean adecuadas (finalización de estudios, formación 
profesional o inclusión laboral).
El apoyo a la búsqueda de empleo consiste en la orientación por parte de la 
OE a los beneficiarios a buscar empleo en empresas disponibles según una 
nómina establecida por Nación. También el Municipio lleva a cabo acciones de 
tutoría y acompañamiento permanente a los beneficiarios a través de tutores 
capacitados por agentes del nivel nacional a través de asistencia técnica.
El segundo grupo de acciones dirigidas a la mejora de la empleabilidad se 
compone de formación para la certificación de estudios primarios y/o 
secundarios en manos de las carteras educativas provinciales. Se firman 
convenios entre estas entidades y Nación pero en la operativa se triangula 
también con la OE, siendo GECAL, Dirección de educación de adultos y Oficina 
de Empleo las instituciones intervinientes. La figura de los agentes educativos 
y/o facilitadores (pagos por el MTEySS) representan a la jurisdicción educativa 
provincial; son los responsables de mantener actualizadas las altas y bajas de 
los estudiantes; que hacen el vínculo en esa triangulación e interactúan con los 
beneficiarios en el centro educativo. "Los docentes son docentes de la 
Provincia. Los talleres los da la OE; y, los docentes de la Provincia son parte de 
la institución educativa a la cual entran los articuladores a trabajar. Asisten a 
los estudiantes, digamos. Lo que sería la certificación de estudios formales. 
(...) En realidad, el articulador lo que hace es eso: articular, vincular la Oficina 
de Empleo con el centro educativo. Entonces, en el centro educativo están los 
alumnos; la OE propone cursos, el articulador invita a estos alumnos a 
participar, los docentes de la institución lo acompañan, digamos. Por eso te 
digo, es como un vínculo entre estos tres actores” (PJMyMT 05; noviembre de 
2015).
Los cursos de formación profesional son dictados por las jurisdicciones
educativas provinciales y otros actores como los sectores productivos,
representados por cámaras, empresas y sindicatos, y otras instituciones del
ámbito público y privado. En el caso de la Provincia, se realizan acuerdos
territoriales con Nación y los cursos provistos aprovechan la capacidad ya
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instalada de este nivel; en el caso de las instituciones privadas, se convenian 
acuerdos sectoriales y los cursos propuestos son pre aprobados por Nación. Al 
poseer, la provincia de Córdoba, experiencia en Programas de empleo, es 
considerada como ‘un par’ en la gestión por el nivel superior. En este sentido la 
responsable del Programa Jóvenes en GECAL al preguntarle si trabajan con el 
gobierno provincial igualó ambas jurisdicciones en las tareas que deberían 
realizar, esto es: Provincia no debería hacer tareas de OE porque "nosotros 
somos otros niveles de Estado. El nivel que tiene el contacto con la población 
es Municipio [no nosotros]. Pero ellos quieren ese rédito directo. (...) Hay 
muchas cosas en el medio que nosotros podríamos potenciar para que la 
Oficina se dedique a atender al desocupado y derivarlo. Y nosotros traccionar a 
los otros actores” (PJMyMT 02, 14 de julio de 2015); realizar acciones más 
estratégicas.
El proceso de convocatoria a las instituciones locales que presten servicios 
de apoyo educativo y capacitación consta de brindarles información sobre las 
características del Programa y las acciones o proyectos en los que podrán 
participar. Podrán ser instituciones prestadoras: entidades educativas, de 
capacitación y formación profesional, organizaciones de la sociedad civil, 
organismos públicos, empresas, universidades, consejos profesionales, 
institutos de apoyo a la producción, el gobierno municipal, el gobierno 
provincial, etc. El referente de la OE comentó que el nivel nacional no pone 
reparos en que se busquen instituciones por motu proprio pero en general la 
búsqueda la hace Nación o bien recomienda la nómina de instituciones a 
convocar (PJMyMT 04, 28 de julio de 2015).
La certificación de competencias laborales la lleva a cabo Unidad técnica 
de Certificación de Competencias dependiente de la Dirección Nacional de 
Orientación y Formación Profesional quien certifica las competencias de las y 
los jóvenes que participen de esta actividad. La OE se vincula con esta entidad 
para brindar los datos necesarios de los beneficiarios a certificar.
En el grupo de acciones vinculado a la inserción laboral asistida figuran las
prácticas calificantes en ambientes de trabajo ofrecidas por empresas del
sector público o privado (con asesoramiento de las OE). Las propuestas son
evaluadas por la GECAL, con evaluadores propios o a través de instituciones
públicas o privadas, en especial universidades nacionales que suscriban
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convenio con el MTEySS, de acuerdo a parámetros suministrados por la 
Dirección Nacional de Promoción del Empleo. La Subsecretaria de Políticas de 
Empleo y Formación Profesional dicta una Resolución aprobando o 
desestimando las propuestas y la remite a la GECAL que corresponda, que se 
encarga de notificar a las empresas o entidades y a las OE correspondientes.
La intermediación laboral es llevada a cabo por el Área de Empleo Joven 
cuyas funciones son establecidas por el artículo 26 de la Res. 2370/14 
MTEySS. En este proceso instruye a los beneficiarios sobre las entrevistas de 
selección y sobre las condiciones de la oferta y demanda laboral (Forteza, 
2012) a fin de incluirlos en el mercado de trabajo.
Recapitulando, la GECAL es el organismo que viabiliza la coordinación del 
Programa con las instituciones intervinientes; coordina y maneja la oferta de la 
capacitación y formación laboral; gestiona los acuerdos suscriptos entre el 
MTEySS y los actores; recibe, evalúa, aprueba y lleva a cabo el seguimiento y 
la asistencia técnica de aquellos proyectos que se hayan presentado 
vinculados a los programas nacionales; realiza fortalecimiento a instituciones 
que ejecutan el programa a través de capacitaciones.
La Provincia interviene a través de la Agencia de Promoción de Empleo y 
Formación Profesional en la formación profesional de los beneficiarios, y a 
través de la Dirección de educación de adultos para viabilizar la finalización de 
estudios. En ambos casos el nivel medio de gobierno tiene un rol operativo 
pero por la Nación es considerado como par, ambicionando que desarrollara 
funciones más estratégicas.
Por su parte, en el Municipio, el cuerpo técnico encargado de atender a los
beneficiarios del Área de Empleo Joven se especializa en funciones como
tutoría, coordinación, recepción, orientación, capacitación para la búsqueda de
empleo y promoción de los servicios de intermediación laboral y en la
utilización de los servicios disponibles en el portal informático de la Secretaría
de Empleo. La dotación de técnicos por perfil es determinado según la
cantidad de jóvenes que se incorporen al Programa, y el Ministerio, como ya se
mencionó, brinda asistencia técnica y financiera para la selección y
contratación del personal. Asimismo, debe adecuar sus funciones y
operativización a los criterios establecidos por la Secretaría de Empleo, y
organizar el proceso de orientación e inducción al mundo del trabajo, coordinar
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las tutorías y gestionar el acompañamiento en la ejecución de los proyectos 
formativos y ocupacionales de los beneficiarios; crear y poner en 
funcionamiento clubes de empleo, instancias de reunión para las y los jóvenes 
donde comparten información sobre la existencia de oportunidades de empleo 
en el municipio.
Asimismo, a fin de potenciar la accesibilidad, la variedad, cantidad y calidad 
de las prestaciones locales, como de construir, promover y mantener su 
esquema local, el Municipio puede llevar a cabo acciones de articulación con el 
nivel provincial, siempre en coordinación con la GECAL correspondiente (Ídem, 
2012). Sin embargo el referente municipal (PJMyMT 04, fecha) manifestó que 
éste tiene un rol más bien pasivo, de ejecutor en el marco de las políticas de 
otros niveles (nación o provincia).
Por último, las cámaras o sindicatos prestan servicios de formación 
profesional. Ni el Clúster Córdoba Technology, ni ATILRA ni FIDEIAR poseen 
prácticas laborales.
En cuanto a la coordinación en los servicios de formación profesional, las 
funciones se triangulan entre Nación-Municipio-entidad educativa: la institución 
educativa, de carácter público o privado, debe mantener actualizada 
mensualmente la nómina de jóvenes incorporados a los cursos, la que es 
entregada a la GECAL para el pago de las asignaciones monetarias. Asimismo, 
la GECAL provee a la OE la nómina de instituciones de formación profesional 
(que han sido asistidas por el MTEySS en la elaboración de planes de mejora), 
las cuales podrán ser prestadoras de formación profesional en los proyectos 
que presente el Municipio. Es decir que éste no propone las instituciones 
educativas con las que trabajará en torno a la Formación (aunque podría).
En el mismo sentido, existe cierto determinismo en el caso de los 
entrenamientos laborales ya que la Municipalidad tiene la posibilidad de 
acordar con empresas para incorporar a los beneficiarios a las prácticas, pero 
la nómina de empresas también es sugerida por Nación (PJMyMT 04, 28 de 
julio de 2015).
Para el caso de la relación con la Provincia, la referente de la GECAL
(PJMyMT 01, 14 de julio de 2015) afirmó que se trata de trabajar con Provincia
complementariamente. Como ya se mencionó en funciones, el principio rector
con Provincia es la no superposición de acciones (PJMyMT 03, 13 de octubre
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de 2015; PJMyMT 01, 14 de julio de 2015). Se apoya en la institucionalidad del 
sistema educativo provincial y la vasta experiencia que posee la Agencia de 
Promoción de Empleo y Formación Profesional y Formación Profesional en 
este ámbito y en certificación de competencias, debido a que posee sus 
centros propios y que han sido fortalecidos en la red de formación continua. "El 
convenio que se firma con el Ministerio de Trabajo para implementar políticas 
de formación profesional en la Provincia de Córdoba es del 2003. Y a partir de 
ese convenio se firman distintos protocolos con las distintas gestiones de 
gobierno. (...) La idea en ese momento del Ministerio de la GECAL, en este 
caso era decir: ‘donde yo no tengo un acuerdo territorial municipal, que vaya la 
Provincia’. Ese fue un poco el diseño de la estrategia (...). Entonces la idea era 
tener una oferta en el interior de formación profesional y de terminalidad 
educativa que pudiera cubrir las necesidades de la población destinataria que 
tienen estos programas” (PJMyMT 03, 13 de octubre de 2015).
La finalización de estudios, se incluye en el esquema ya que es una 
contraprestación por parte del beneficiario para poder incorporarse al Programa 
Jóvenes. Aquí es cuando la Dirección de Jóvenes y Adultos genera acuerdos 
con Nación. "Este convenio (...) viene del año 2004 en la provincia de Córdoba. 
Y de ese convenio (...) se han venido firmando anualmente protocolos. Los 
protocolos fijan acciones concretas para llevar adelante la política, en función 
de ese convenio” (PJMyMT 05, noviembre de 2015).
Las concertaciones sectoriales por otra parte, se conforman entre gobierno 
Nacional y empresarios, productores, instituciones de formación especializada, 
y aquellos organismos de investigación, desarrollo e innovación tecnológica. 
Poseen, todas, la misma lógica; se coordinan las derivaciones de los 
beneficiarios (OE) hacia los prestadores de formación, y GECAL, aleatoria y 
esporádicamente (PJMyMT 06, 07 de enero de 2016; PJMyMT 08, 24 de 
febrero de 2016; PJMyMT 07, 04 de febrero 2016), controla la calidad de las 
prestaciones. Respecto al listado de beneficiarios que serán formados, en 
todos los casos antes de comenzar el curso se define la matriculación 
preliminar (que generalmente es un cupo pre-definido del cupo total de 
alumnos) de beneficiarios que se modifica luego de la primera clase para 
posteriormente enviarlo a la OE quien carga los beneficiarios a la plataforma 
informática para hacer efectivo el beneficio.
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Resumiendo, las entrevistas arrojaron que las funciones centrales del 
proceso de implementación del Programa, son diseñadas y determinadas por el 
nivel Nacional y especificadas por cada protocolo suscripto y es poco probable 
que sean modificadas porque existe una normativa específica y una cultura 
municipal inercial, más bien pasiva en la proposición de funciones estratégicas 
que restringe la flexibilidad en la implementación del programa. En el caso de 
los acuerdos con la Provincia, se puede clasificar la acción de las dos 
instituciones que intervienen como común ya que se aprovecha el conocimiento 
y experiencia que tiene este nivel de gobierno en la provisión de estos 
servicios.
Las entrevistas evidencian que la coordinación existente entre los niveles 
juridisccionales posee escasa superposición de tareas o funciones. Pero esto 
se da no por una planificación estratégica desarrollada en el Programa, sino 
que, según el referente Municipal "por mandato constitucional la Nación se ve 
obligada a (...) coordinar” (PJMyMT 04, 28 de julio de 2015); es decir que en la 
coordinación multinivel, la Nación se apoya en la estructura institucional 
existente y la Municipalidad adopta un rol pasivo por falta de voluntad política, 
no de capacidad (Ídem).
La coordinación se estructura vía protocolos diseñados y establecidos por 
el nivel superior donde los demás actores incorporan el modelo de acción sin 
proponer innovaciones en la gestión; en el caso de la Municipalidad podría 
llevar a cabo funciones de Nación como la búsqueda y concertación propia con 
instituciones de formación y capacitación que permitiría adaptar el Programa a 
la gestión propia y ampliar la concertación con este tipo de instituciones 
redundando en un aumento de la oferta de capacitaciones y en consecuencia, 
de beneficiarios, sin embargo no lo hace; asimismo, interpretando la entrevista 
con la referente de GECAL, esto permitiría potenciar las tareas más 
estratégicas de Nación dejando aquellas más operativas al Municipio 
eficientizando la implementación del Programa.
A su vez, la coordinación sectorial posee el mismo procedimiento en todos 
los casos lo que conlleva a clasificarla como exclusiva. Tanto en la lógica 
sectorial como en la territorial, hay una preeminencia de procedimientos y 
normativas formales que determinan de antemano los roles que llevará a cabo 
cada actor.
49
Se entiende que la lógica de gestión del programa descripta se acerca más 
al tipo 1 de gobernanza propuesta por Hooghe et al., con una estructura rígida, 
y con tareas específicas para cada actor que no se superponen con los demás 
excepto en el caso de la coordinación con el nivel Provincial que se aprovechan 
las capacidades y experiencias de éste, aunque la asignación de las tareas 
venga determinada por el nivel nacional. La dificultad que conlleva una 
estructurada asignación de tareas y que sean determinadas sólo por el nivel 
superior de gobierno, es que aun si existiera alguna autonomía en la gestión 
del Programa la apropiación al territorio no alcanza todo su potencial.
Se puede concluir que según lo observado en las entrevistas, en la 
implementación del Programa cada nivel jurisdiccional (Nación, Provincia o 
Municipio) respeta el esquema constitucional existente y a través de acuerdos 
formales específicos (acuerdos marco y protocolos de acción), se delimita el 
accionar de cada uno y no se intersectan entre sí las funciones establecidas.
Sucede lo suyo con la coordinación con los sectores no gubernamentales, 
quienes poseen sus funciones delimitadas por el Protocolo que firman con 
Nación, las que no se superponen con la de los actores gubernamentales. Más 
específicamente, la lógica de gobernanza de este programa no es un escenario 
donde una multiplicidad de actores negocian o coordinan a la par con los 
actores gubernamentales, sino que el nivel superior de gobierno acciona la 
concertación invitándolos para bridar un servicio determinado; esta lógica se 
acerca más a la dinámica del primer tipo de gobernanza.
Por último es necesario complementar la explicación diciendo que si bien 
se pudieron identificar tanto tareas exclusivas como comunes, en todos los 
casos existe una marcada centralización en la gestión donde el nivel superior 
de gobierno predetermina las tareas que realizarán los actores sin otorgar 
mayor lugar a la existencia de autonomía en la definición de acciones o 
modificación de éstas para adaptarlas al territorio por esto sigue manteniendo 
una lógica cercana al tipo 1.
MARCO DE ANÁLISIS: DIMENSIÓN ACTORES
CATEGORÍAS DE 
ANÁLISIS
DIMENSIONES DE 
ANÁLISIS
SUBDIMENSIONES CLASIFICACIÓN TIPOLOGÍAS
Tipo 1 Tipo 2
ACTORES Coordinación
Roles
Tareas exclusivas x
Tareas comunes x
Centralización de la gestión
Predeterm inación de tareas x
Autonom ía de tareas
Fuente: e laborac ión  propia
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Recursos
Los recursos están conformados por el conjunto de bienes materiales, 
financieros y humanos que hacen posible la implementación de la política 
pública. En este apartado se observa la procedencia de los recursos utilizados 
y su centralidad en el ciclo de gestión a fin de conocer la estructura de 
gobernanza multinivel del estudio de caso elegido.
La lógica de análisis y clasificación supone que, si el nivel superior aporta la 
mayoría de los recursos críticos, la estructura de gobernanza se acerca a la 
tipología 1 con una articulación jerárquica, rígida, inercial; en cambio, si lo que 
aporta son recursos en su mayoría secundarios debe desplegar una lógica más 
cercana a la tipología 2, más estratégica, con una necesaria coordinación 
horizontal y mayor número de negociaciones específicas. A medida que se 
disminuye de nivel gubernamental se puede afirmar que si éstos aportan más 
recursos críticos que el nacional, se genera mayor autonomía, existe una 
mayor discrecionalidad sobre los cursos de acción y se pueden generar 
especificidades en la política a ser implementada ya que se decide en torno a 
las necesidades del territorio específico. Si en cambio los niveles menores 
aportan en su mayoría recursos no críticos o dependen en su totalidad de 
recursos nacionales, se acerca al tipo1.
En el caso de los actores no gubernamentales, si tienen la capacidad de 
aportar los recursos críticos, poseen en consecuencia mayores posibilidades 
de negociación y decisión sobre los temas determinados por lo que su lógica 
de acción es de tipo 2. Sucede lo opuesto en caso que aporten recursos 
secundarios (no críticos) que conlleva a que se adopten las decisiones del 
sector estatal (preeminencia del Estado, más cercano al tipo 1).
Tipo, Centralidad y Origen de recursos
Los recursos materiales necesarios en este Programa incluyen máquinas, 
herramientas, elementos para los talleres de formación (considerados 
‘insumos’); los recursos humanos son todas las personas que, con fines 
variados talleristas, docentes, orientadores, tutores, relacionadores, operadores 
de plataforma, entrevistadores, selectores de recursos humanos, se involucran 
en él; los financieros, son los aportes monetarios a fin de afrontar gastos 
honorarios y de otros insumos como refrigerios o materiales escolares.
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En las entrevistas no se mencionó expresamente si los recursos financieros 
son percibidos como centrales pero se puede inferir esto ya que en todos los 
casos se los relacionó con la puesta en marcha del Programa. Los recursos 
humanos, por otra parte, se consideraron importantes para la responsable del 
Programa en GECAL quien mencionó que el referente o el equipo que manejan 
el Programa en Municipio son los ejes fundamentales para que el Programa 
progrese o se estanque.
En otro sentido, las referentes de GECAL expresaron que se realiza 
fortalecimiento financiero para ciertos roles de las OE y otros que son 
aportados por el Municipio. Hay una base que debe ser municipal y Nación 
fortalece con algunos recursos como los de orientación y formación: honorarios 
docentes o de talleristas; material didáctico para cada joven; insumos 
(herramientas) para la capacitación. En los cursos de formación no se financian 
los refrigerios pero sí se financian en aquellos de orientación y en los CIT 
(Curso de Introducción al Trabajo). Los recursos humanos que capacitan a los 
equipos locales (a fin de fortalecer equipos técnicos) son aportados por Nación 
como también algunos recursos para los servicios de formación profesional 
como el equipo de gestión, equipamiento, maquinaria y el mejoramiento en la 
infraestructura de los centros de formación. Sólo en los servicios de orientación 
se financia el seguro civil para docentes.
El MTEySS transfiere a los gobiernos subnacionales los fondos
correspondientes en cada caso. Las provincias pueden colaborar con el
equipamiento, disposición de espacios físicos, recursos humanos o esfuerzos
de coordinación. El artículo 17 de la Resolución N° 497 del MTEySS establece
que "el financiamiento de las prestaciones previstas (...) y los gastos operativos
destinados a la inmediata puesta en marcha y posterior desenvolvimiento del
Programa, se atenderá con los créditos asignados y que se asignen en el
Presupuesto de la Administración Nacional” (Res. 497/08; Art. 17). "Los
recursos asignados al Programa están sujetos al sistema de control previsto
por la Ley N° 24.156 de Administración Financiera y de los sistemas de control
del Sector Público Nacional (Unidad de Auditoría Interna del MTEySS,
Sindicatura General de la Nación, y Auditoría General de la Nación)” (Forteza,
2012, p. 37). En caso de la Provincia de Córdoba, ésta aporta su capacidad
instalada en el interior como en Córdoba Capital. "Lo que conciliamos en el
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Protocolo, y en el Protocolo está especificado de esa manera, es que se 
atienda la población destinataria de los programas de empleo porque el recurso 
es del Ministerio de Trabajo. O sea, financieramente se sostienen las acciones 
con lo que se denomina pari passu, o sea, 50 y 50. El 50 % es aportado por 
Nación y el otro 50% lo aporta Provincia. (...) Si hay alguna organización (...) 
no gubernamental que pide al Ministerio de Trabajo y el Ministerio de Trabajo 
no llegó a darle el financiamiento, ahí se acuerda pagar un equipamiento 
mínimo. El Ministerio de Trabajo accede a fortalecer con un equipamiento, 
herramientas manuales o equipamiento mínimo. A la hora de solicitar el 
recurso, el financiamiento en el proyecto se tiene que dejar plasmado que se 
requiere el equipamiento para poder desarrollar el curso. Si no, se dice es una 
estrategia de formación profesional donde ya hay capacidad instalada. (...) 
Porque el Ministerio de Trabajo los recursos que aporta, es fundamentalmente 
para insumos. (...) Siempre la Provincia los fondos que recibe, los recibe para 
la ejecución de las acciones” (PJMyMT 03, 13 de octubre de 2015).
La certificación de estudios está inscripta en el marco de los protocolos 
nacionales que determinan "el presupuesto para las acciones, pero el Ministerio 
de Educación de la Provincia pone toda la estructura que la educación de 
jóvenes y adultos tiene; (...) es decir: los centros educativos, los docentes que 
están a cargo. La Supervisora de la Dirección de jóvenes y adultos de la 
Provincia, mencionó que quien aporta los recursos monetarios es el 
responsable del Programa entendiendo que de la operativización se pueden 
encargar otros actores (PJMyMT 05, noviembre de 2015). Específicamente, en 
la derivación de beneficiarios a centros de educación de adultos, existe una 
triangulación de aportes entre GECAL, Educación de Adultos y OE; GECAL 
brinda recursos materiales, Provincia en este caso colabora con el cuerpo 
docente y los centros educativos que ya posee, y Municipio gestiona los 
articuladores y facilitadores.
Particularmente en el Área de Empleo Joven de la Municipalidad de
Córdoba, los recursos son destinados desde Nación. El referente manifestó
que los aportes para los sueldos de los empleados municipales vinculados al
programa "desde 2010 hasta el 1 de agosto de 2015 los aportaba Nación en un
100%” (PJMyMT 04, 28 de julio de 2015). Asimismo, deben poseer la
capacidad de prestar servicios de calidad en una escala suficiente para la
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atención de los beneficiarios teniendo en cuenta cuestiones vinculadas a la 
infraestructura, equipamiento, personal. Respecto al personal, la cantidad de 
contratados en cada municipio depende del grado de capacitación de los 
recursos humanos y de la cantidad de población a alcanzar.
Por su parte, "Nación aporta con recursos materiales, económicos para 
sueldos, sistema informático” (PJMyMT 04, 28 de julio de 2015). En el caso del 
Proceso de Orientación e Inducción al Trabajo, "(...) ahí nosotros sí o sí 
necesitamos una articulación con la Nación porque ellos nos dicen ‘bueno, 
podemos financiar tantas comisiones’. (...) Y las instituciones que dictan esas 
comisiones, por lo general pueden ser universidades públicas o privadas u 
ONG; fundaciones o asociaciones civiles que tengan personería jurídica. Ahí 
[de nuevo] hay una coordinación tripartita. O sea, está presente la gente de las 
instituciones, estamos presentes nosotros [Municipio] y la gente de la 
[Agencia]. Eso ya está dentro del acuerdo marco con el Municipio. Lo que 
nosotros negociamos ahí, es una cantidad ‘X’. Si hacen 10 comisiones, si 
hacen 5, si hacen 20. Eso es lo que se cobra de manera mensual.
(...) En cuanto a cuestiones financieras, el 100% lo define la Nación. En el 
único rubro que hay un giro de rosca, pero un cuarto de rosca, es en la parte de 
capacitación (...) [ya que] las capacitaciones, por ejemplo, de diverso tipo, 
puede haber una fundación, una empresa que se haya contactado y que, 
bueno.yo tengo mi docente, tengo mi infraestructura, te presto y te financio el 
docente” (PJMyMT 04, 28 de julio de 2015). Pero se interpreta que no posee un 
mecanismo institucionalizado que busque su propia fuente de instituciones 
colaboradoras.
Dentro de este marco, se consultó también si un municipio puede buscar 
financiamiento externo para dar un curso además de los que ya se brindan. La 
referente de GECAL (PJMyMT, 02, 14 de julio de 2015) manifestó que existen 
dos posibilidades: puede ser que se presente un proyecto y que Nación 
financie el 50%; o también que posea financiamiento propio. En ambos casos 
se presenta previamente la oferta del curso, Nación la evalúa y si la autoriza, la 
certifica como propia; en los Protocolos está todo muy definido y claro y son 
bastante exhaustivos.
Con los demás actores, particularmente el Sindicato ATILRA, el
financiamiento de recursos humanos y materiales para brindar la formación
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profesional son provistos por Nación a la sede central de ATILRA y de ahí se 
descentralizan a cada sectorial. En la sectorial de Córdoba, los cursos son 
financiados en parte por Nación y en parte por la Fundación ATILRA Córdoba 
en honorarios, material didáctico, equipamiento, etc.
En caso de la organización metalúrgica FIDEIAR los insumos nacionales 
son para elementos de seguridad, herramientas, insumos, material didáctico, 
sueldo docente hasta los topes que Nación considera. El cálculo que se hace 
es nacional y no siempre es suficiente; son un porcentaje de los gastos que 
hace el Ministerio para capacitación. Es decir que los gastos en insumo, 
maquinaria, etc. deben ser el x% de los gastos para capacitación (PJMyMT 08, 
24 de febrero de 2016). Mientras mejor desempeño se ha tenido, mayor aporte 
que se aprueba. Por esto, se debe contar siempre con un 50% de lo que se 
otorga a fin de desarrollar como corresponde los cursos (Ídem). La 
organización también posee una capacidad instalada que sirve de base para 
brindar los cursos hasta que Nación haga llegar los fondos. Nación no financia 
cofee break, tampoco seguro para los estudiantes, fletes para acercar los 
insumos (maquinaria), otros insumos como gastos comunes: electricidad, gas, 
etc., limpieza.
Este apartado revela que en algunas instancias de implementación del 
Programa existe aporte conjunto de los actores. En las instancias de formación 
profesional el 50 por ciento de los recursos los aporta el nivel provincial y el 
resto Nación. En el caso de la certificación de estudios formales Provincia 
aporta los recursos humanos y materiales pero el servicio es financiado en su 
totalidad por el nivel superior. En este caso los recursos instalados de la 
Provincia (que implican mucho más que los bienes materiales sino también la 
institucionalidad del sistema educativo) hace necesario clasificarlos como 
Críticos.
En las instancias en las que interviene el Municipio, el principal aporte es 
proporcionado por Nación por lo que los recursos aportados por el nivel local se 
clasifican como no críticos. Sucede lo mismo en los casos en que intervienen 
actores no gubernamentales, se los clasifica como no críticos ya que en los 
acuerdos, la mayoría de los recursos que financian los servicios son aportados 
por Nación (y a este tipo de recursos se lo catalogó como crítico en párrafos 
arriba).
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En este sentido, se observa que la ejecución del Programa depende en 
más del 50% de Nación que aporta los denominados recursos centrales. Esto 
implica una preeminencia del nivel superior de gobierno frente a los demás 
actores, dejando poca autonomía a los actores involucrados. Esta dependencia 
a una sola fuente de recursos puede hacer peligrar la política ya que si surge 
una coyuntura desfavorable, no existe alternativa en funcionamiento para 
afrontar dicha situación. Asimismo, es importante recordar que esta lógica de 
vinculación se mantiene de esta manera desde 2008, situación que pone en 
riesgo la genuina territorialización del Programa afirmando la cultura político- 
administrativa inercial y dependiente mantenida en otras políticas públicas.
MARCO DE ANÁLISIS: DIMENSIÓN ACTORES
CATEGORÍAS DE 
ANÁLISIS
DIMENSIONES DE 
ANÁLISIS
SUBDIMENSIONES CLASIFICACIÓN SUBCLASIFICACIÓN TIPOLOGÍAS
Tipo 1 Tipo 2
Nación
Críticos x
No críticos
Provincia
Críticos x
a  r m  d re Origen y centralidad
No críticos
ACI ORES Recursos
M unic ip io
Críticos
No críticos x
No gubernam enta l
Críticos
No críticos x
Fuente: elaboración propia
Dimensión estructura
Institucionalidad
La institucionalidad es el conjunto de procesos, instancias y normas que 
estructuran, guían y enmarcan las relaciones entre los actores y, en ese 
contexto, determina también las posibilidades de actuación en ese cuadro de 
relaciones.
La institucionalidad normativa y jurisdiccional; los mecanismos de reforma 
del programa y de resolución de conflictos; así como la institucionalidad en 
torno a la comunicación, le dan especificidad a la estructura de gobernanza del 
Programa permitiendo evidenciar si se acerca al tipo 1 ó 2 de gobernanza.
Una preeminencia de reglas de tercer nivel y de segundo nivel 
(Constitución Nacional, leyes nacionales, leyes provinciales) implica un sistema 
de tipo 1, en cambio una preeminencia de ordenanzas, memorándum, 
circulares, instrumentos ad hoc del Programa, es decir de instrumentos legales 
de tercer nivel, implican una cercanía al tipo 2 de gobernanza.
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Una institucionalidad rígida, cercana al tipo 1 puede revelar aspectos 
favorables como estandarización de procesos o previsibilidad en las 
concertaciones pero también escasa adaptabilidad de la política. En cambio, si 
se acerca al tipo 2, existe mayor adecuación pero es necesario activar 
mecanismos de coordinación, cooperación y control en los procesos a fin de 
mantenerlos estables.
Si bien a primera vista las fuentes secundarias de información basadas en 
la institucionalidad normativa parecen caracterizar de manera completa la 
institucionalidad del Programa, se considera pertinente observar cómo definen 
los entrevistados estos aspectos ya que pueden vislumbrar variaciones que no 
se reflejan en la literatura.
Institucionalidad normativa
En esta política de empleo la institucionalidad normativa está configurada 
por Ley Nacional de Empleo N° 24.013 sancionada en 1991, que en su inciso 
a) del art. 1 establece "Promover la creación del empleo productivo a través de 
las distintas acciones e instrumentos contenidos en las diferentes políticas del 
gobierno nacional, así como a través de programas y medidas específicas de 
fomento del empleo”; de esta manera contiene a todas las Resoluciones que 
propicien instancias de empleo.
En 2008 se creó el Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo por medio 
de la Resolución Nacional 497/2008 sancionada por el Ministerio de Trabajo, 
Empleo y Seguridad Social de la Nación. Por su parte, la Resolución Nacional 
2370/2014 reglamenta el Programa y en su ANEXO 1 especifica la 
operativización con responsabilidades, capacidades y potestades de cada 
actor.
Otras instancias normativas, en este caso de nivel 1 son los Protocolos que 
se firman entre Nación y los diferentes actores donde se establece con mayor 
especificidad las responsabilidades, objetivos y presupuesto para un año 
determinado.
Si bien, hay ciertos jugadores (Repetto, 2004) locales en la gobernanza de 
este Programa, sólo aquellas cámaras y sindicatos de nivel nacional son los 
que, en las mesas sectoriales intervienen en algunas decisiones sobre la 
definición de temas para la formación profesional pero las normativas finales de 
encuadre de acciones son nacionales.
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Niveles como el provincial o el municipal no han reglamentado instancias o 
procedimientos del Programa, dejando la potestad en manos de Nación. En 
este sentido se puede afirmar que si bien hay existencia de R1, R2 y R3 todas 
son sancionadas por Nación.
Institucionalidad jurisdiccional
La Secretaría de Empleo del MTEySS es el organismo que suscribe los 
acuerdos territoriales y la GECAL operativiza la coordinación de la política en el 
territorio.
A nivel provincial el Ministerio de Educación por medio de la Dirección de 
Jóvenes y Adultos se encarga de la finalización de estudios formales. Las 
acciones de formación profesional son llevadas a cabo por la Agencia de 
Promoción de Empleo y Formación Profesional reguladas por Convenio marco 
36/2003. A partir de ese convenio se firman los distintos Protocolos anuales 
(PJMyMT 03, 13 de octubre de 2015).
A nivel Municipal la OE integra la Red de Servicios de Empleo y actúa en 
coordinación con la GECAL (Art. 22 ANEXO 1; Res. 2370 MTEySS). Para 
implementar el Programa se celebra un acuerdo con MTEySS en el marco del 
Plan Integral para la Promoción del Empleo (Art. 23, inc. 1; ANEXO 1; Res. 
2370 MTEySS). El instrumento administrativo que utiliza para su adhesión es el 
Formulario de Propuesta de Implementación del PJMyMT, en el cual manifiesta 
la aceptación de sus obligaciones (Art. 24 ANEXO 1; Res. 2370 MTEySS).
Se incorporan al sistema actores no gubernamentales como cámaras y 
sindicatos a través de las mesas sectoriales desplegadas a nivel nacional; 
cámaras, clústers u ONG locales no intervienen en estas concertaciones 
otorgando preponderancia a las vinculaciones a nivel nacional; también se 
referencia al nivel superior de gobierno como actor principal y vital de esta 
Política.
Dentro de la lógica territorial, se observó que la institucionalidad
jurisdiccional está emparentada con la división territorial del País, sin que haya
conformaciones regionales u otras horizontales para la implementación del
Programa. Asimismo, el funcionamiento del Programa describe una menor
complejidad en la estructura de responsabilidades y capacidades de decisión
jurídico-administrativas a medida que se disminuye jurisdiccionalmente.
Además, en términos de determinar el rumbo normativo e incluso operativo del
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programa se observa que según la percepción de los participantes la 
preeminencia es nacional.
Mecanismos de reforma normativa del Programa
El nivel R3 (Constitución) y R2 (leyes) no se han modificado. El tercer nivel 
(R1) vinculado a los Protocolos de acción puede modificarse anualmente a fin 
de realizar algún reajuste necesario en caso que los objetivos estipulados no se 
hayan cumplido. La modificación la autoriza el nivel superior.
En la mayoría de las entrevistas (PJMyMT 04, 28 de julio de 2015; 
PJMyMT 05, noviembre de 2015; PJMyMT 07, 04 de febrero 2016, PJMyMT 
08, 24 de febrero de 2016) se afirmó que los actores no nacionales, no poseen 
facultad para modificar la normativa establecida en ninguno de los tres niveles 
(R1, R2, R3) por motu proprio. Cualquier propuesta de innovación en el 
proceso de implementación (que se vería reflejado en las R1) debe ser 
evaluada por GECAL y aquella que fuera aceptada, se remite por ésta a la 
Subsecretaría de Promoción del Sector Social de la para su consideración y 
autorización (Art. 28 y 29 ANEXO 1; Res. 2370 MTEySS).
Aquellas reformas normativas vinculadas a los instrumentos de 
retroalimentación como instancias de evaluación; instrumentos ad hoc que 
pudieran surgir para generar innovaciones en los procesos; instrumentos 
administrativos locales que regulen ciertos procedimiento, son inexistentes.
Mecanismos institucionalizados para resolver conflictos
Respecto a los conflictos que pueden surgir, ningún actor los referencia 
como situaciones contenciosas, sino como eventualidades que pueden surgir 
de coyunturas. Tanto Provincia (Agencia) como Municipio vincularon este tema 
al contexto político. "Quizás se puede dar en momento de elecciones y los 
humores político-institucionales; en este sentido al trabajo o las acciones que 
se llevan a cabo en la institución deben realizarse con un bajo perfil si la 
conducción política está enfrentada” (PJMyMT 03, 13 de octubre de 2015).
Se contempla la vía judicial de resolución de conflictos en aquellos casos 
como la no devolución de los fondos, por parte de los municipios, que han sido 
destinados pero no ejecutados. Sólo en ese caso se explicita un mecanismo 
formal a tal fin. El Poder Judicial de la Nación es quien se encarga, según la 
coordinadora del programa en GECAL (PJMyMT 02, 14 de julio de 2015), de la
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resolución de conflictos. En cada Protocolo se especifica las vías judiciales a 
seguir en caso de conflictos.
Comunicación
La comunicación se cimienta en la institucionalización descripta y puede 
observarse que una vez especificada la formalidad en los acuerdos, la 
comunicación formal es acompañada de comunicación informal pero sobre 
todo en cuestiones operativas o consultas no centrales ni político-estratégicas. 
La direccionalidad de la comunicación formal tiende a ser vertical descendente 
y, nuevamente, aquella ascendente se remite a informes, cuestiones operativas 
(siendo especificada la información central en los protocolos de acción).
Para el referente de la Agencia la comunicación institucional tiene dos 
instancias: la firma del Protocolo realizada por el Presidente de la Agencia con 
el Gerente de la GECAL (político-estratégica); luego existe comunicación 
institucional formal por parte del Director de Programas de Empleo (el 
entrevistado) con el Área de Formación Profesional de la GECAL vía mail o a 
través de reuniones que es de definición de acciones, el diseño y evaluación de 
los proyectos para luego ejecutarlos; y por último, existe comunicación interna, 
también formal, de la Agencia entre el Director y su equipo del Área de 
Formación Profesional, y del Área con los CEDER12 (PJMyMT 03, 13 de 
octubre de 2015).
Nación realizó una reunión inicial con la OE y a partir de allí la 
comunicación es vía teléfono o mail institucional (formal). Las decisiones 
operativas que ya poseen presupuesto asignado poseen una comunicación 
más informal, pero si se quiere proponer alguna actividad nueva que implique 
presupuesto a una acción diferente de las que se vienen realizando (y que 
están contempladas en el acuerdo marco y sus protocolos), la propuesta debe 
ser formal.
Sucede lo suyo con la Dirección de Adultos: "son comunicaciones formales 
que se dan, justamente, a partir del rol que cada uno de los actores cumple. Si 
yo me tengo que comunicar con una OE de las que hay, digamos, bueno, 
primero tengo que hacer el contacto con GECAL; GECAL es quien tiene
12 Centro de Desarrollo Regional. Pertenecen a la Provincia de Córdoba.
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comunicación directa con la OE y a partir de allí nosotros trabajamos con esta 
figura de articulador. (...) Pero son formales, no, no son informales” (PJMyMT 
05, noviembre de 2015).
En ATILRA la comunicación es formal en primera instancia (existe 
comunicación vía mail oficial de cada institución) y luego se establecen 
coordinaciones informales (celulares particulares específicamente con el área 
de educación de la OE).
En el caso del Clúster Cordoba Technology, la comunicación se da 
internamente y de manera formal primero con la CESYSS y ésta articula 
directamente con el Ministerio de Trabajo.
En el caso de FIDEIAR, estableció comunicación formal al inicio con la 
GECAL vía mail y reuniones, y luego con la OE que es una comunicación 
operativa que no tiene mucha formalidad, con mails donde se intercambia de 
manera coloquial la información. Con el MTEySS los documentos 
administrativos y expedientes se envían por correo postal.
En todos los casos se mencionó una comunicación fluida cuando se lo 
requiere, generalmente de consulta. Las tareas, roles, funciones y capacidades 
de acción en general son muy claras por lo que no existen grandes dudas 
sobre objetivos que cumplir o límites que respetar. Debido a que existe claridad 
en la coordinación vertical, la comunicación se remite a averiguaciones 
tendientes a solución de problemas operativos del nivel inferior hacia Nación.
Una instancia a tener en cuenta es la asistencia técnica que realiza GECAL 
a cada municipio. Este es un conjunto de acciones comunicacionales formales 
con instancias de capacitaciones presenciales que apuntan a evacuar dudas y 
explicar la operativización del Programa además de impartir otra información de 
capacitación. Esta también es institucional, vertical con contenidos estratégicos 
como también operativos.
La comunicación en este caso de estudio se describe con flujos de 
información político-estratégicos formales y verticales-descendentes, y los 
informales poseen contenidos operativos o administrativos; donde los Acuerdos 
marco y los Protocolos instituyen la mayoría de las acciones y directrices, y 
son comunicados por vías formales, dejando un margen menor de 
comunicaciones informales a las que atender en caso de que algún ítem no 
quede claro pero siempre enmarcadas en la instancia formal.
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Recapitulando, se puede afirmar que la institucionalidad de esta política 
posee mecanismos de gestión establecidos por el nivel superior de gobierno 
basados primeramente en un mandato constitucional (R3) jerárquico y con una 
descentralización de funciones donde los gobiernos locales aún mantienen una 
dependencia administrativa con el nivel superior. Sumado a esto, las normas 
consuetudinarias (costumbre) del aparato burocrático sostienen la separación 
de funciones entre niveles y refuerzan una lógica dependiente con el nivel 
superior. No existen acuerdos horizontales sino que todas concertaciones 
formales se realizan con el nivel nacional.
Respecto a la institucionalidad jurisdiccional es menester recalcar que, 
según algunas entrevistas, existe una cultura política inercial que emparenta el 
modelo jurisdiccional a la división territorial. Más aún, se observa que el nivel 
reconocido como preponderante para llevar a adelante la implementación 
sigue siendo el nacional, dejando para los gobiernos provincial y municipal un 
papel específico (educación y formación) y operativo respectivamente. Más 
precisamente, los referentes del nivel Provincial reconocen al Municipio en su 
calidad de ejecutor de los servicios de empleo en relación directa con los 
beneficiarios. En el caso de las entrevistas a los sectores no gubernamentales, 
todos los referentes reconocieron a la OE como actor que selecciona y deriva a 
los beneficiarios para recibir la formación profesional, es decir con tareas 
operativas. Si bien este nivel municipal, según el referente, podría profundizar 
la política a través de la generación de institucionalidad con actores no 
estatales locales (es decir que posee capacidad), no hay "voluntad política” 
para hacerlo. Esta afirmación respalda el presupuesto de que la cultura política 
municipal con tradiciones con marcada dependencia del nivel superior de 
gobierno sumada a una estructura burocrática inercial atraviesa la 
territorialización del Programa.
En referencia a las modificaciones en la normativa, el tercer nivel (R3) el 
constitucional, no varió en el tiempo. Asimismo, cuando se preguntó si se 
tuvieron que contemplar modificaciones en la política específica que pudieran 
conllevar variaciones en su institucionalidad (R2 o R1), ningún actor manifestó 
que haya sido necesario adaptarse a cambios o nuevas demandas surgidas, 
sino sólo cuestiones operativas que no necesitan reformar los procedimientos 
habituales de manera central; sin embargo como se verá en evaluación en el
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próximo apartado, el Programa, aun pudiendo definir (en todos los niveles de 
gobierno) mecanismos de retroalimentación, no contempla ningún instrumento 
formal e institucionalizado para detectar modificaciones en el contexto y en 
consecuencia adaptarse a éste, dejándole al nivel superior la potestad para 
diseñarlos o no y alejándose cada vez más de una real y efectiva 
territorialización.
La comunicación afirma la lógica verticalista, dependiente e inercial que se 
viene describiendo. Basada en mecanismos de comunicación 
preponderantemente formales, la comunicación fluye de manera descendente 
con directrices especificadas y detalladas en protocolos estandarizados por el 
nivel superior; ascendente, con preguntas específicas, operativas; y con una 
casi nula comunicación horizontal ya que no se destacan convenios entre 
actores del mismo nivel.
Por último, en el caso de la solución de controversias, los protocolos 
detallan detenidamente las capacidades, tareas y funciones de cada actor lo 
que descarta imprevistos conflictivos en la implementación, y en aquellos casos 
en que los haya y se necesite acudir a la vía judicial, la jurisdicción nacional es 
la arena en la que se dirimen los desencuentros.
El Programa así estructurado resta posibilidad de participación al Municipio 
en las distintas instancias de gestión (diferentes a la implementación) como 
también en las reuniones de las mesas de concertación que son importantes 
instrumentos de comunicación colectiva y de planificación de la política. Por 
otra parte, hay pocas instancias informales de articulación que complementen 
los instrumentos normativos y que abran la posibilidad de proponer variaciones 
que adapten el Programa al territorio.
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CATEGORÍAS DE DIMENSIONES DE 
ANÁLISIS ANÁLISIS
MARCO DE ANÁLISIS: DIMENSIÓN ESTRUCTURA 
SUBDIMENSIONES CLASIFICACIÓN TIPOLOGÍAS
Tipo 1 Tipo 2
Preeminencia de R3 x
Institucionalidad norm ativa Preeminencia de R2
Preeminencia de R1
Centralidad del gobierno Nacional x
Institucionalidad jurisdiccional
Centralidad del gobierno Provincial
Centralidad del gobierno Municipal
Centralidad de otros actores
Constitución. R3 x
ESTRUCTURA Institucionalidad
Resoluciones. R2 x
Mecanism os de  reform a jurisdiccional de l Programa Memorándum, Circulares, instrum entos ad  
hoc , instrum entos de retroalim entación 
ciudadana. R1
Mecanism os institucionalizados de  resolución d e  conflictos
Existencia x
Inexistencia
Direccionalidad Vertical x
Comunicación
Direccionalidad Horizontal
Tipo de comunicación Formal x
Tipo de comunicación Informal x
Fuente: e laboración  propia
Proceso completo de funcionamiento de la política
Es importante conocer en qué etapa incorpora el gobierno municipal sus 
acciones para observar su rigidez o flexibilidad; será más flexible si contempla 
la involucración de los actores a lo largo de todo el proceso pero sobre todo en 
las primeras etapas de análisis y diseño. Si sólo lo hiciera al momento de la 
implementación se acercaría al tipo 1, más rígido.
Al observar si los objetivos son predeterminados por un actor para los 
demás o si cada actor los define para sí mismo, también puede establecerse la 
rigidez o flexibilidad del Programa; se acercaría al tipo 1 en el primer caso y lo 
contrario sucedería en el segundo caso.
Por último establecer si existe algún tipo de evaluación permite observar la 
capacidad de adaptación de la política y medir si es eficaz en términos de 
desarrollo.
Etapas, Determinación de objetivos y Evaluación
La referente de GECAL identificó etapas de formulación, evaluación, 
aprobación y ejecución del Programa agregando etapas "de información, de 
sociabilización, de sensibilización” (PJMyMT 01, 14 de julio de 2015) que 
refieren a la instancia de gestión de la política en el territorio cuyo fin es captar 
actores territoriales para implementarla. En general, los actores subnacionales 
no se encargan de analizar o diagnosticar el Programa sino que se incorporan 
en la etapa de diseño operativo en algunos casos como la Agencia de 
Promoción de Empleo y Formación Profesional y los integrantes de las mesas 
sectoriales a nivel nacional; el resto se incorporan en la implementación.
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En el marco de la concertación territorial con la Provincia, el diseño 
operativo se remite a la formación profesional. Ésta se basa en la demanda de 
población desocupada bajo el Programa. La ‘capacidad instalada’ que ya fue 
mencionada define la determinación geográfica para brindar formación 
profesional. En el territorio municipal de Córdoba la Agencia tiene centros 
propios que asisten a los beneficiarios derivados por la OE. "Esa es la lógica 
que se articuló en relación al cómo diseñar la estrategia en el territorio. En 
Córdoba Capital se definió haciendo reuniones con la Oficina de Empleo 
Municipal de la Municipalidad de Córdoba, la Gerencia de Empleo y 
Capacitación Laboral y [la Agencia]. Hicimos una reunión y consensuamos, no 
sólo la cantidad de personas que existen sin prestaciones, sino también la 
oferta. Porque ellos, a partir de que tienen la Oficina de Empleo detectan 
necesidades de capacitación. Entonces ahí definimos los cursos, en esa mesa 
de discusión. Quedamos en una definición muy pautada en una mesa de 
discusión. Se hicieron talleres donde en esos talleres salía la demanda 
puntualmente. Pero por lo general, está relacionado a oficios que son los 
tradicionales: albañilería, costura, peluquería, soldadura, tornería, carpintería” 
(PJMyMT 03, 13 de octubre de 2015).
La formación profesional definida en el marco de las mesas sectoriales se 
determina teniendo en cuenta la demanda de las personas y la demanda del 
mercado a través de un diagnóstico base que lleva a cabo el equipo de la OE 
diseñado por Nación. Se tiene en cuenta "en qué territorio estoy, qué 
potencialidades y que obstáculos tiene el territorio, para dónde va ese territorio 
y en función de un proyecto, y una perspectiva más a largo plazo, es decir, 
bueno yo defino esta capacitación. O porque se va a instalar una fábrica o 
porque esta fábrica van a necesitar mano de obra o recalificación de sus 
trabajadores. Entonces de ahí, en esa doble pertinencia, se define, eso se 
evalúa” (PJMyMT 01, 14 de julio de 2015).
El diagnóstico base realizado antes de ejecutarse por primera vez en la 
Municipalidad como "condición sine qua non [data de 2008 y] (...) después 
nunca se actualizó” (PJMyMT 04, 28 de julio de 2015).
En ambos acuerdos territoriales (con Provincia y Municipio), si bien no hay
un objetivo numérico predeteminado de beneficiarios a abarcar, sí se planifica
en base a este diagnóstico que analiza presupuestos y capacidades de las
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unidades menores de gobierno. "Los resultados [son relevados] en acciones 
concretas: 25 personas capacitadas en tal tema; tantos CIT en tal localidad con 
tanta población; tantos jóvenes participando en tales actividades. Entonces se 
mide (...) y en función de (...) esos resultados se financia” (PJMyMT 01, 14 de 
julio de 2015). En este tema de establecimiento de objetivos el referente de la 
OE mencionó que observa una falta de voluntad política en la jeraquización o 
ampliación del Programa en el gobierno Municipal cuando las posibilidades 
(presupuestarias) existen y se podrían destinar a este fin.
En cuanto a la evaluación de los objetivos de la implementación, GECAL 
explicó que en el ciclo de la gestión territorial "en general (...) se presenta un 
proyecto que continúe el anterior. Por ejemplo, hablando de formación, se 
presenta una propuesta, se ejecuta en seis meses, ocho meses, se termina, se 
rinde se vuelve a presentar otra propuesta” (PJMyMT 01, 14 de julio de 2015). 
Sin embargo no se estableció cuándo la Política cumple su objetivo, o cuáles 
son los objetivos que deben alcanzarse en un período determinado.
Desde la Municipalidad se explicitó que no se cuenta con cálculos de 
impacto de la política para conocer "realmente cuál es el efecto o la eficacia de 
los Programas que haya de empleo desde Nación” (PJMyMT 04, 28 de julio de 
2015). En un momento se quiso realizar un análisis de esa índole pero Nación 
puso reparo argumentando que quien debía realizarlo sería Nación mismo, o 
bien otorgar autorización para que se realice. "A nosotros nos vendría bárbaro. 
(...) Pero, viste, acá en la Argentina no existe el concepto de evaluación de las 
políticas públicas. O sea, eso ya sería evaluación. Pero para el tema del 
diagnóstico, trabajamos, viste, con la inercia, en definitiva” (Ídem).
Asimismo completa, aunque se quisieran hacer estudios estadísticos el 
Municipio tampoco cuenta con un área de estadísticas o de financiamiento para 
otorgar de autonomía a ciertas decisiones a fin de potenciar los resultados del 
Programa. "El Municipio, en parte no propone porque no hay un análisis de la 
realidad, no hay un análisis, digamos, en qué estamos (...) fallando o en qué 
estamos siendo certeros para multiplicar el esfuerzo en ese sector, o realmente 
qué está necesitando hoy en día la sociedad” (Ídem). Por último, agrega que 
las políticas de empleo y su centralidad no están hoy en la agenda municipal 
como tópico prioritario; ergo, se toma la iniciativa y funcionamiento de la 
propuesta nacional y se ejecuta en el territorio.
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En el caso de la Provincia, el referente manifestó que no se hacen 
relevamientos desde este nivel. "Este es el hueco que tiene la política pública 
(...). Hicimos con el Ministerio de Trabajo lo que se denomina una política de 
seguimiento de egresados que no fue sostenida en el tiempo. Fue realizar 
encuestas, instrumentos de qué pasa con una persona que transita por la 
formación profesional, pero no lo hemos podido mantener. (...) [Los informes 
que brinda la Provincia son] solamente de personas que participan de los 
cursos y que la plataforma del sistema informático [de Nación los clasifica 
como] calificados, o sea que terminaron. Cuántos ingresaron y cuántos 
terminaron. (...) Pero no hay una evaluación de lo que sería un programa de 
formación profesional (...). Por ejemplo, en esta lógica de pensar si el sujeto 
tiene una historia laboral, esa historia laboral al cruzarla con la base de datos 
que pueda tener en la ANSES, en la ANSES te puede dar la posibilidad de 
decir bueno, esa persona que transitó por un curso de formación profesional sí 
tiene empleo a los 6 meses o al año de haber transitado por esa formación 
profesional. Creo que se podría hacer, no es complejo, pero hoy no existen, por 
lo menos no hay un estudio recabado de decir: "el programa PRO.GRE.SAR o 
el programa Jóvenes por Más y Mejor Trabajo [sic], al término del programa 
transitaron tantos jóvenes por curso, tantos jóvenes hay insertos”” (PJMyMT 
03, 13 de octubre de 2015).
En el caso de FIDEIAR, sucede lo mismo. Se preguntó si existe algún tipo 
de evaluación de impacto que la organización conozca o lleve a cabo y la 
respuesta fue negativa.
Resumiendo, se puede afirmar que el diseño de la política es definido en 
dos dimensiones. Una general, donde se establecen estrategias de llegada al 
territorio determinando las lógicas sectorial y territorial; definición de normativas 
e instrumentos legales que enmarcarán las lógicas de concertación; 
enunciación de las estrategias necesarias para generar empleabilidad. Ésta es 
definida por Nación.
Otra, de implementación, que es concertada con algunos actores, como se 
observó, a nivel nacional como Cámaras, Sindicatos nacionales, o la provincia 
de Córdoba en el caso de formación.
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En ambas dimensiones el Municipio, aún pudiendo adaptar los objetivos 
según criterios locales13 los mantiene y los incorpora e implementa como 
vienen establecidos. Es decir que los objetivos a alcanzar están 
predeterminados por el nivel superior por la naturaleza del Programa (es un 
programa nacional) pero también por una escasez de voluntad política local.
Se define en consecuencia una lógica jerárquica verticalista con el 
Municipio y más horizontal con los demás actores nacionales aunque en el 
territorio cordobés, las filiales de las cámaras implementan lo ya estipulado a 
nivel nacional; es decir en la operatoria concreta no estatal, la lógica también 
es vertical. Por otro lado, en este marco, la operatoria es establecida 
considerando las capacidades disponibles de los actores, lo cual es lógico y 
beneficioso; sin embargo al ser definida por los niveles nacionales, se puede 
desaprovechar la especificidad que le otorgaría cada localidad.
La dinámica de gestión, entonces, toma en cuenta algún aspecto de 
diagnóstico sobre todo en la definición de habilidades necesarias a ser 
impartidas en formación profesional tanto en la dimensión sectorial como 
territorial pero a partir del momento de implementación en el territorio, existe un 
determinismo por parte del nivel superior. Es por esto que en el cuadro de 
análisis si bien se marca la etapa de diseño, ésta es de tipo 1 porque la 
concertación es solo con los representantes nacionales y se "baja” a las 
sectoriales locales de manera jerárquica.
En el caso de la evaluación, no se cuenta con ningún instrumento 
institucionalizado para evaluar integralmente el proceso de implementación que 
tenga en cuenta las perspectivas de todos los actores. De la misma manera, no 
existen mecanismos de retroalimentación de esta política de empleo en el 
gobierno local municipal que sirvan para adaptarla al territorio ya que no es una 
temática prioritaria en la agenda.
Esto trae consigo un tipo de evaluación dependiente del nivel superior y 
jerárquicamente establecido donde no hay lugar para la construcción conjunta 
de variables que ayuden a la medición de resultados propios del nivel
13 Como es el caso de la captación de organizaciones de formación en el que podría 
afianzar la libertad de convocatoria, o buscar financiamiento propio para ampliar acciones de 
formación a mayor número de beneficiarios, etc.
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municipal. Esto se torna relevante ya que para que la operativización de la 
política alcance a apropiarse al territorio se necesitan de instrumentos que 
permitan conocer las múltiples perspectivas involucradas. El hecho de omitir 
este aspecto o si se conoce, no institucionalizarlo; y tomando en cuenta la 
noción de difusión de autoridad propuesta por los autores abordados, se puede 
afirmar que en esta política se restringe la posibilidad de institucionalizar en 
cada trayecto de la implementación la adaptación de esta política de empleo.
En conclusión el proceso completo de funcionamiento de este Programa se 
afirma en una cultura política arraigada a la idea de descentralización 
subsidiaria y dependiente de un nivel nacional omnipresente con potestad de 
decidir la mayoría de los aspectos en la mayoría de las etapas de la misma. Si 
bien esta política es nacional, las dimensiones territorial y sectorial abrirían la 
puerta a una estructura local de participación público-privada que eficientizaría 
las capacidades disponibles existentes permitiendo disminuir la inercia 
estructural de la administración que acompaña la mencionada cultura política 
determinista.
MARCO DE ANÁLISIS: DIMENSIÓN ESTRUCTURA
CATEGORÍAS DE 
ANÁLISIS
DIMENSIONES DE 
ANÁLISIS
SUBDIMENSIONES CLASIFICACIÓN TIPOLOGÍAS
Tipo 1 Tipo 2
Análisis
Etapa de intervención del actor subnacional
Diseño x
Proceso completo Im plem entación x
ESTRUCTURA
de Evaluación
funcionamiento
Determinación de objetivos para sí
Autodefin idos
de la política Dete rminados x
Tipo de evaluación
Propia
Determinada x
Fuente: e laboración propia
Proceso de toma de decisiones 
Observar el proceso de toma de decisiones permite analizar si la estructura 
de gobernanza es flexible porque se distribuye entre los actores la potestad 
para tomar decisiones; éstos intervienen en varias etapas del proceso 
decisorio; se toman localmente decisiones centrales, y no sólo administrativas 
sino también político-estratégicas. Estas características otorgan autonomía al 
proceso y permiten adaptarlo a las variaciones del contexto en el que se 
trabaja.
Es necesario observar en cuántas y cuáles etapas los actores toman 
decisiones y cuál es la injerencia de la Municipalidad; si esas decisiones son
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cruciales o bien secundarias; si se consideran operativas (administrativas) o 
político-estratégicas.
Etapa de intervención, Centralidad y Dicotomía operativo-política 
En la dimensión proceso completo de funcionamiento de la política se 
manifestó que los actores subnacionales y los privados a nivel local intervienen 
en la implementación de esta política de empleo, no así en el análisis, diseño 
inicial, ni diagnóstico.
Sobre la centralidad de las decisiones, el referente de la Agencia de 
Promoción de Empleo y Formación Profesional afirmó que en la firma del 
Protocolo se designan las cuestiones generales de la política. Después, sobre 
la práctica, se van definiendo cuestiones más puntuales y operativas. Por 
ejemplo, para cubrir la demanda en el territorio, "supongamos que se iba a 
firmar un acuerdo con organizaciones. Esos acuerdos con las organizaciones 
empiezan a demorar. (...) Entonces, [Nación] nos pide que [atendamos a esa 
población]. (...) Esas decisiones sí se van viendo sobre la marcha, que 
inicialmente no se habían plasmado. Es dinámica esta política: hay cuestiones 
de decisiones operativas que se consultan, se dialogan y se acuerdan más 
informalmente. Esto tiene que ver con el vínculo de trabajo de muchos años y 
hay un reconocimiento a ese trabajo reflejado en diálogo e interacción” 
(PJMyMT 03, 13 de octubre de 2015).
Del mismo modo, la Dirección de Jóvenes y Adultos se remite a lo
establecido en el acuerdo marco que diseña las estrategias de acción del
Programa y las decisiones de implementación son compartidas entre Nación y
Provincia ya que el protocolo es firmado por ambos Ministros. Incluso en el
caso de aquellas cuestiones más operativas como los modos o contenidos de
las capacitaciones, no se realizan modificaciones, sino que "eso se hace desde
la Nación” (PJMyMT 05, noviembre de 2015).
Para el caso del Municipio, la referente de GECAL (PJMyMT 02, 14 de julio
de 2015), considera que este nivel toma muchas decisiones; las estratégicas,
se convenian. Como por ejemplo número de beneficiarios a abordar: se
acuerda antes de lanzar el Programa. Después, en la operativa, tienen mucha
autonomía hasta que GECAL observe que no están llegando a los objetivos.
Ahí se tracciona de manera más cercana a fin de mejorarlos. Pero si no,
poseen mucha autonomía dentro de lo que se convenia; inclusive pueden
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hacer convenios con la Provincia (pueden viabilizar programas provinciales de 
empleo desde las OE) u otros actores.
El referente de la OE por su parte mencionó que "no existen grandes tomas 
de decisiones de diseño o sobre cuestiones estratégicas que deban hacerse 
[pero] mirá, yo te diría que mientras uno esté dentro de la Resoluciones, o sea 
de los acuerdos (...) formales, marco, todo el resto es, se puede proponer” 
(PJMyMT 04, 28 de julio de 2015). Sin embargo debido a que esta política es 
secundaria en la agenda municipal no se realizan propuestas centrales.
Por otro lado, existen casos en los que la OE debe tomar decisiones 
operativas pero centrales para su posición a fin de subsanar ‘costos’ de 
desempeño frente a los beneficiarios, como el caso de que el nivel nacional 
suspenda alguna partida que estaba destinada. Estos conflictos se remiten, 
según el referente, a particularidades como las ideológicas las que en "los años 
electorales. sobre todos estos que son ejecutivos” se radicalizan y determinan 
la coordinación y cooperación en materias estratégicas que afectan cuestiones 
operativas (PJMyMT 04, 28 de julio de 2015).
Por último, los referentes no gubernamentales locales coincidieron en que 
sus decisiones se remiten al ámbito operativo. Las decisiones cruciales y 
políticas son tomadas por los niveles centrales de cada Cámara o Sindicato en 
las etapas de diseño de la política (concertación de mesas tripartitas).
Para resumir, se puede decir que según la clasificación construida en base 
al modelo de gobernanza de Hooghes et al., existen dos tipos de decisiones: 
aquellas estratégicas que dotan legitimidad y viabilidad a la política pública; y 
otras operativas que vehiculizan el proceso en la gestión cotidiana. Las 
primeras están recogidas en los acuerdos marco, y las segundas, en los 
Protocolos de características más específicas.
Las decisiones vinculadas a lo estratégico son tomadas por el nivel 
Nacional; y en algunos casos existen decisiones operativas en manos de los 
demás actores pero generalmente las decisiones operativas centrales están 
definidas por Nación dejando sólo las secundarias a ser determinadas por el 
resto de los actores.
Debido a que del diseño operativo se encarga Nación estipulando 
detalladamente funciones y roles de los distintos actores, la discrecionalidad de
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actores menores en esta fase de la política "está demasiado marcado” 
(PJMyMT 08, 24 de febrero de 2016).
En la implementación del programa si bien se deja un margen de 
autonomía para la toma de decisiones a los actores subnacionales o del sector 
no gubernamental, éste es más bien pequeño. En general la dimensión política- 
estratégica está determinada por el nivel superior y se deja, en la etapa de 
implementación, algunas decisiones operativas, más bien secundarias y 
coyunturales a consideración de los demás actores. Por esto se clasifica a la 
etapa de toma de decisiones como de tipo 1.
Al dejar un margen pequeño de decisiones en manos de los actores no 
nacionales se pierde la posibilidad de que surjan respuestas más cercanas que 
potencien su asertividad.
MARCO DE ANÁLISIS: DIMENSIÓN ESTRUCTURA
CATEGORÍAS DE 
ANÁLISIS
DIMENSIONES DE 
ANÁLISIS
SUBDIMENSIONES CLASIFICACIÓN TIPOLOGÍAS
Tipo 1 Tipo 2
Análisis
Etapa en que el gobierno municipal toma la Diseño
decision Im plem entación x
ESTRUCTURA
Proceso de toma Evaluación
de decisiones
Centralidad de decisiones municipales
Críticas
Secundarias/operativas x
Decisiones Político-administrativas
Políticas
Administrativas x
Fuente: e laboración propia
Relaciones
El tipo de relacionamiento que establecen los actores entre sí importa 
desde tres dimensiones: su formalidad o informalidad; el período de tiempo de 
los acuerdos; y la posibilidad de incorporación de cada actor al cuadro de 
relaciones.
Formalidad o informalidad
Las relaciones establecidas son enmarcadas por acuerdos formales de 
nivel 3, 2 y 1, es decir leyes, resoluciones y protocolos respectivamente, en 
cuyos cuerpos se establece con diferente especificidad las acciones y 
procedimientos a llevarse a cabo. Se ha mencionado por algunos de los 
referentes (PJMyMT 02, 14 de julio de 2015; PJMyMT 03, 13 de octubre de 
2015; PJMyMT 04, 28 de julio de 2015; PJMyMT 05, noviembre de 2015; 
PJMyMT 08, 2 de marzo de 2016) que existe una estructura informal de 
relacionamiento basada en el conocimiento mutuo a lo largo de los años que 
acompaña las relaciones formales y que potencia la confianza entre los
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representantes de las organizaciones facilitando el proceso de trabajo conjunto 
y dotando de flexibilidad a la vinculación institucional. En este caso se marcó 
en ambas líneas el tipo de formalidad existente ubicándolas en la columna del 
tipo 2 de gobernanza por el valor que se le dio en las entrevistas al 
conocimiento recíproco.
Permanencia de las relaciones en el tiempo y Mecanismos de ingreso y 
salida
En este apartado se considera la estabilidad de los convenios realizados. 
En este sentido, los acuerdos marco datan del año 2003 con la Agencia; con la 
Dirección Jóvenes y Adultos en 2004; con el Municipio en 2008; FIDEIAR en 
2012; ATILRA en 2013 comienza a trabajar con Nación, y con el Clúster 
Córdoba Technology no lo pudo determinar la referente. De acuerdo a como se 
definen en este trabajo los plazos, se puede establecer que con los niveles 
gubernamentales la relación ha sido de largo plazo (más de cuatro años) y con 
los no gubernamentales de mediano plazo (de dos a cuatro años) acercando el 
modelo al tipo 1.
Estos acuerdos otorgan estabilidad a la relación instituida y, como se 
mencionó a lo largo del trabajo, enmarcan los protocolos que se renuevan 
anualmente. Los protocolos pueden no renovarse, como también los actores 
pueden darse de baja unilateralmente en caso que así lo consideren.
Respecto a cómo entran los actores al cuadro relacional, la referente de 
GECAL (PJMyMT 01, 14 de julio de 2015) relató que cuando comenzó el 
Programa Jóvenes, estaba establecido claramente el lineamiento (desde el 
Banco Mundial que era quien lo financiaba) que se debía convocar a las 
instituciones educativas que realizarían los CIT y otros talleres de formación 
por publicidad masiva. Si alguna institución que se consideraba importante no 
acudía a través de la convocatoria, se la convocaba especialmente. El vínculo 
con los municipios también lo genera Nación.
Se puede inferir, por los datos de las entrevistas, que en caso que un actor 
pretenda ingresar al programa y cumpla con los requisitos enunciados por 
Nación, puede hacerlo sin obstáculos (exceptuando la coyuntura ‘radicalizada’ 
que comentó el referente de la OE en el apartado proceso completo de 
funcionamiento de la política).
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En resumen, el esquema de relacionamiento en este Programa es más bien 
flexible en la entrada y salida de los actores; enmarca normativa y 
específicamente los procesos de trabajo conjunto determinando competencias 
y capacidades de cada parte; tiene preeminencia el marco formal en la 
implementación de la política combinada con una dimensión informal 
importante basada en confianza entre los referentes ya que vienen trabajando 
en conjunto por un tiempo considerable; por último, los acuerdos son de 
mediano y largo plazo.
Esta mixtura entre la estructura formal y la cultura de trabajo en conjunto, 
combinada con la estabilidad normativa e institucional del Programa, permite 
planificar aquellas modificaciones que quisieran realizarse a fin de adaptarlo al 
territorio; proponer desde el gobierno municipal nuevas líneas de acción que 
profundicen la política de empleo; o superar tendencias inerciales del proceso 
de implementación de la política por parte del municipio basadas en una 
dependencia económica configurada en los años noventa donde existía un 
fuerte asistencialismo de los niveles superiores (nacional o provincial) para la 
prestación de los bienes y servicios públicos municipales.
MARCO DE ANÁLISIS: DIMENSIÓN ESTRUCTURA
CATEGORÍAS DE 
ANÁLISIS
DIMENSIONES DE 
ANÁLISIS
SUBDIMENSIONES CLASIFICACIÓN TIPOLOGÍAS
Tipo 1 Tipo 2
Formalidad
Relaciones form ales x
Relaciones in form ales x
Largo plazo x
ESTRUCTURA Relaciones Estabilidad de la concertación Mediano plazo x
Corto plazo
M ecanismos de ingreso-salida del Programa
Estable
Flexible x
Fuente: e laborac ión propia
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CAPÍTULO 4: C o n c l u s io n e s
La realidad dinámica y compleja del sistema internacional actual hace que 
la configuración de las relaciones Estado-sociedad sean definidas de manera 
diferente a como se las concebía hasta hace unos años.
Hoy es imposible hablar de políticas públicas unidireccionales, unilaterales 
y unidimensionales; el escenario público requiere articular 
intergubernamentalmente y con otros actores para gestionar lo común. Las 
políticas públicas necesitan especificarse a fin de contemplar variaciones que 
globalmente no pueden observarse. En este marco, las unidades 
subnacionales de gobierno y los actores no gubernamentales cobran un 
protagonismo insoslayable como promotores del desarrollo local y regional.
Sin embargo, esta noción de gestión compleja convive aún con otra 
centralista que considera al Estado-nación como el nivel más adecuado para 
gestionar políticas sociales; subsiste también una inercia estructural en la 
administración pública que recién en los últimos años ha incorporado la idea de 
profesionalización y calidad institucional a través de planificación de recursos, 
tecnificación y modernización estatal, y participación y diálogo ciudadano; 
existe, asimismo, una cultura política que, para implementar la política pública, 
favorece las articulaciones entre actores con afinidad político-partidaria 
tornando más dificultosa la concertación cuando este pilar no está presente. 
Por último, el escaso desarrollo de las capacidades estatales locales influye 
negativamente en el empoderamiento de este nivel y le resta posibilidad de 
apropiar la política al territorio; poseer capacidades económicas, normativas y 
de gestión dotan al proceso de toma de decisiones de autonomía y 
especificidad adecuándolo a las necesidades de la sociedad específica y 
cuando estas capacidades son escasas, las respuestas también son "pobres” .
En este marco, la gestión de las políticas de empleo va acomodándose de 
acuerdo a las posibilidades que van surgiendo en contextos político- 
económico-sociales más o menos beneficiosos. En aquellos más favorables, la 
planificación de la gestión se va instalando con algún éxito, pero aun hay 
camino por recorrer.
En la última década, en el país, las políticas sociales han obtenido un lugar 
significativo a nivel nacional. Al gestionar políticas públicas nacionales se
75
configura una dinámica transversal de gestión que requiere promover 
articulaciones nuevas y redefinir el diseño institucional a fin de potenciar las 
instancias y mecanismos de coordinación en tres aspectos: la vinculación 
jurisdiccional (nación, provincia-departamento-municipal); las concertaciones 
sectoriales contextualizadas en el entorno nacional o subnacional y local en 
forma separada (educación, salud, seguridad social, vivienda y desarrollo 
social) y la combinación de los dos anteriores (interjurisdiccional y 
intersectorial).
Esta dinámica transversal es necesaria ya que combina dos grandes 
aspectos; por un lado, las virtudes de los niveles superiores de gobierno, con 
jurisdicciones amplias, como la capacidad de explotar economías de escala en 
la provisión de bienes o servicios públicos; internalizar externalidades políticas; 
o facilitar la redistribución de servicios públicos más eficientemente.
Y, por otro lado, dado que este tipo de gobiernos no suelen tener mucha 
facilidad para acomodarse a las variaciones específicas de la política y pueden 
tener dificultad al aplicar políticas particularizadas, la cercanía de la 
administración pública local puede abrir la posibilidad de ejecutar más 
eficientemente y con mayor especificidad la política determinada.
Según académicos especialistas en gobiernos subnacionales, lo local ha 
cobrado relevancia aportando beneficios tanto administrativos en la 
implementación de políticas en el territorio, como en su función de articulador 
de lo común. Es decir, conforma una realidad social con características propias, 
construida a partir de las relaciones entre una multiplicidad de sujetos insertos 
en sistemas productivo-laborales, jurídico-institucionales y socioculturales- 
simbólicos particulares que lo diferencian de otras localidades. La articulación 
entre niveles de gobierno hace que esas virtudes combinadas mejoren la 
capacidad de respuesta estatal.
De esta manera, resulta importante que aquellas políticas sociales que son 
diseñadas por las jurisdicciones superiores, puedan ser particularizadas en 
cada gobierno local adaptándolas a las condiciones socio-culturales, 
idiosincráticas y emocionales del territorio logrando una apropiación por parte 
de la comunidad.
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La Gobernanza Multinivel es el "método” por el cual se puede implementar 
de una manera sinérgica una política pública, siempre que tenga en cuenta e 
incorpore de manera estratégica esas dinámicas.
A fin de gestionar políticas activas que procuren una salida de la crisis 
social se espera, que los gobiernos locales reformulen su función para detentar 
un rol más protagónico y convocante del proceso de desarrollo. En este trabajo 
se considera que una política nacional que no se territorialice incorporando la 
noción de desarrollo en ella y que no se la aplique sinérgicamente, carece de 
sentido.
El Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo, en tanto política de empleo 
nacional, necesita de estas estrategias si se lo quiere dotar de especificidad 
profunda. Esta tesis pretendió analizar qué modelo de gobernanza multinivel se 
configura en la implementación del Programa Jóvenes con Más y Mejor Trabajo 
en la Municipalidad de córdoba durante 2013-2014 para intentar reconocer si 
son suficientes o adecuadas las estrategias llevadas a cabo en su gestión.
Los objetivos específicos permitieron llevar a cabo este análisis 
reconociendo, en primer lugar, los modelos teóricos existentes sobre 
gobernanza multinivel. El abordaje se realizó en base a la tipología propuesta 
por Hooghe y Marks (2004) donde el tipo 1 de gobernanza ve al sistema de 
vinculación como jerárquico; enmarcado en una división jurisdiccional similar a 
la lógica tradicional del Estado con escaso número de jurisdicciones; las de 
menor nivel están enmarcadas por las de nivel superior cuyos límites están 
definidos y separados; y con escasa difusión de autoridad entre los actores 
para actuar, decidir, influenciar, etc., en el cuadro relacional. En cambio el tipo 
2 propone una estructura más flexible; cada actor tiene la posibilidad de incidir 
desde su rol en el sistema de relacionamiento ya que la autoridad se comparte 
entre los actores; los límites de acción son permeables para que cualquier actor 
pueda intervenir a lo largo de las jurisdicciones.
El análisis del Programa desde las dimensiones construidas permitió 
observar se incorporan dos lógicas de concertación, una territorial y otra 
sectorial, que abren la puerta a una estructura local de participación público- 
privada donde los diferentes actores participan desde sus competencias en la 
prestación de los diferentes servicios de empleo.
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Esta doble lógica posee beneficios como una ejecución ordenada de los 
procesos; la clarificación de la cooperación en los acuerdos (cada uno sabe lo 
que tiene que hacer); y la previsibilidad de acciones. A primera vista, pareciera 
eficientizarse el ciclo de la política disminuyendo la inercia estructural de la 
administración pública que acompaña la mencionada cultura política 
determinista. Sin embargo, el sistema de gobernanza multinivel observado 
dista de ese escenario promisorio.
En primera instancia, los mecanismos sectorial y territorial no alcanzan a 
dotar de especificidad al Programa ya que el verticalismo y determinismo 
normativo que establece el nivel nacional a lo largo de su gestión imposibilita 
generar estrategias de acción autónomas por parte de los actores locales. Más 
precisamente, la coordinación describe roles predefinidos y delimitados para 
cada actor sin que se intersecten entre sí las funciones establecidas. 
Asimismo, si bien las normativas no prohíben sugerencias y mejoras en el 
proceso, los procedimientos se reglamentan de manera minuciosa que deja 
poco lugar para generar propuestas. Además, la estructura de relacionamiento 
respeta la delimitación jurisdiccional de nación, provincia, municipio establecida 
constitucionalmente.
Este contexto pone en riesgo la adecuación de la política afianzando 
tendencias inerciales que dejan a los niveles superiores la capacidad y 
responsabilidad de acción y favorecen el letargo del nivel local.
Por otro lado, estas lógicas sectorial y territorial se desarrollan de manera
separada: la política sectorial ve al trabajador inserto en algún sector de la
economía. Se presupone que la territorial, lo ve desde el desarrollo productivo
local-regional. Sin embargo, existe una escasa adaptación de la política
territorial al contexto local desde la perspectiva de desarrollo. Específicamente,
a nivel Provincial se carece de relacionamiento profundo entre el empleo y el
sistema educativo; de acuerdo a algunos referentes entrevistados (PJMyMT,
05, septiembre 2015; PJMyMT 03, octubre 2015) existe una baja coordinación
entre los planes de estudio y capacitación para la empleabilidad, y la demanda
de trabajo calificado por parte de los sectores económico-productivos. El
sistema educativo sigue siendo endógeno en la generación de conocimientos
para el empleo ya que hay una reticencia por parte de los docentes a educar
para el trabajo quedando incompletas tanto la incorporación de conocimiento
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como la generación de capacidades hacia el empleo. Aquí se ve una dificultad 
entre la línea sectorial que está escindida de los protocolos que se firman con 
municipios y provincias sin tener en cuenta la inserción del joven al sector 
privado y la manera en que lo hará.
En otro sentido, dentro de la lógica territorial, en el caso de la provincia de 
Córdoba se aprovechan las capacidades instaladas de programas propios 
para satisfacer demandas del Programa Jóvenes. Esto afecta a la identificación 
de los agentes públicos que llevan a cabo el proceso hacia la política específica 
ya que trabajan para muchos programas y parece dificultoso apropiar los 
objetivos de cada uno. Este factor impacta negativamente en dos cuestiones; 
primero, la dimensión informal del proceso no acompaña la particularización del 
programa en el entorno específico. Por otro lado, el agente en contacto con los 
beneficiarios y pilar más directo en la retroalimentación, al no estar implicado 
totalmente con el Programa, no está atento a qué aristas deberían modificarse 
para potenciar su ejecución.
Como complemento, dentro del proceso formal de retroalimentación, no 
existen instrumentos de medición del impacto del Programa. Los datos que sí 
establece GECAL se relacionan con la cantidad de talleres provistos, cantidad 
de inscriptos; pero no se consideran cuestiones cualitativas de inserción al 
trabajo y de seguimiento de la inclusión laboral, etc. Sumado a esto, no se 
cuenta con ningún instrumento institucionalizado para evaluar integralmente el 
proceso de implementación que tenga en cuenta las perspectivas de todos los 
actores. De la misma manera, no existen mecanismos de retroalimentación en 
el gobierno local municipal que sirvan para adaptarla al territorio ya que no es 
una temática prioritaria en su agenda, ni están diseñados desde el nivel 
Nacional.
Tampoco es prioridad en la agenda Municipal otorgarle al Programa una 
partida presupuestaria relevante y enriquecer las líneas de acción hacia la 
construcción de una red de gobernanza horizontal. En este sentido, se 
mantiene una relación de dependencia con Nación en la que prácticamente es 
el único contribuyente de recursos críticos.
Por otra parte, el diseño del Programa es definido en dos dimensiones: la 
primera establece estrategias de llegada al territorio; define normativas e 
instrumentos legales que enmarcan las lógicas de concertación; enuncia las
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estrategias necesarias para generar empleabilidad. Esta dimensión es definida 
por Nación. La segunda, establece la manera en que se implementa el 
Programa en concreto. Ésta es convenida entre el Gobierno Nacional con otros 
actores nacionales como Cámaras, Sindicatos, o la provincia de Córdoba en el 
caso del servicio de formación profesional pero en ninguna de las dos 
dimensiones el Municipio define los objetivos o codiseña la política.
En la implementación en cambio, sí existe posibilidad de realizar 
propuestas locales pero es desaprovechada por una cultura política 
dependiente y apática aún cuando posee, según los entrevistados, 
capacidades para hacerlo.
Recapitulando, la dinámica del Jóvenes está dotada de una importante 
rigidez, verticalidad y determinismo que se cimienta, por un lado, en una 
administración pública con una inercia estructural subyacente en sus procesos, 
normas y relaciones y donde el proceso de modernización estatal permanece 
aún con un desarrollo incipiente. Por otro lado, la cultura política existente 
refuerza una articulación subordinada en la que el nivel local se comporta como 
satélite del nivel nacional sin generar capacidades propias para territorializar el 
Programa. Estas características hacen que el modelo de gobernanza utilizado, 
cercano al tipo 1, no sea adecuado para territorializar el Programa.
Generar una política territorial genuina implica entender al espacio local 
como lugar de identidad y proyección; con actores territoriales protagonistas de 
dinámicas endógenas articuladas con lo nacional y regional, pero 
protagonizadas desde lo local; con una redefinición de responsabilidades 
geográficas para el desarrollo asumiendo, el nivel central, nuevas funciones y 
habilitando a los ámbitos más pequeños, espacios de poder y gestión.
Al proponer, el tipo 2, una dinámica más flexible en la que cada actor tiene
una importancia estratégica por tener la posibilidad de influir en el proceso por
la difusión de poder, cada actor cobra un rol proactivo, y si no promueve
mejoras en su accionar, al ser una gobernanza que impulsa la competencia
entre las jurisdicciones (jurisdicciones funcionales, superpuestas y
competitivas), queda relegado al dejar de ser funcional para el esquema de
relaciones. Al ser la membresía voluntaria el actor involucrado se inserta a la
dinámica porque lo ve beneficioso y no porque institucionalmente esté
determinada su funcionalidad. También establece que la jurisdicción que
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internalice los costos y beneficios en la provisión de un bien o servicio debe 
proveerlo. El diseño del sistema es flexible y hace presente la capacidad de 
adaptación a los cambios de las preferencias y necesidades de los ciudadanos.
Todas estas características dotan de eficiencia al esquema y cortan con la 
inercia mencionada. Además, por defecto, generan la apropiación de la política 
ya que el actor interviene voluntariamente y la resignifica desde su lugar. Por 
último, se centra el foco no en una cultura político-partidaria, sino en la 
dispersión de autoridad según otros factores de influencia que descentralizan la 
ejecución del Programa.
El alcance de esta investigación no incluye realizar recomendaciones 
específicas pero sí puede evidenciar que es necesario acceder a una lógica de 
tipo 2 que promueva estrategias más adaptables y flexibles donde, por un lado, 
el gobierno municipal cobre protagonismo y potencie las posibilidades de 
concertación y decisión que le otorga hoy el Programa y que está 
desaprovechando, y por el otro, permita que el sector privado se apropie de la 
política e intervenga más activamente.
Con el fin de reforzar lo antes dicho, es necesario mencionar que al 
concertarse los acuerdos sectoriales, se abre la posibilidad que el sector 
privado defina, según sus necesidades, las competencias de los potenciales 
trabajadores. Si se diera lugar a los entramados productivos locales podría 
especificarse aun más el programa. Al concertarse los acuerdos territoriales, la 
política de empleo dota de una singularidad específica al territorio local y 
supone modificar algunos de los aspectos estructurales del aparato 
administrativo (como los diseños institucionales: espacios, prácticas y normas), 
las capacidades disponibles (recursos económicos, procesos de toma de 
decisiones, etc.) y la cultura política (acuerdos o desacuerdos vinculados a 
ideologías y aspectos partidarios compartidos).
Si se quisiera apuntar a una mayor flexibilidad y adaptación de esta política 
al territorio considerando al Municipio en más instancias de gestión, sería 
necesario en primer lugar modificar la letra de la política, es decir sus 
normativas formales que redunden en un mayor protagonismo del nivel local de 
gobierno otorgándole mayores capacidades de acción. De este modo, el 
Municipio podría generar propuestas o acciones que, aun siendo operativas,
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posean mayor autonomía y le generen mayores responsabilidades propiciando 
de a poco un accionar más proactivo.
Sería recomendable también a fin de eficientizar los objetivos del 
Programa promover una mayor concertación horizontal entre gobierno local- 
actores locales, y otorgar mayor autonomía en la propuesta de servicios de 
empleo.
Asimismo, sería conveniente, incorporar la noción de difusión de poder en 
dos sentidos: al pensar en el origen de los recursos e intentar disminuir la 
dependencia a una sola fuente de fondos diversificando su origen, al menos de 
aquéllos centrales; promover que los actores locales gestionen líneas de 
financiamiento propias; impulsar distintos convenios que profundicen el 
compromiso del sector privado en la contribución de recursos propios. Por otra 
parte, si se apuntase a que la gestión del Programa flexibilice la toma de 
decisiones con el objetivo de apropiarlo mejor al territorio específico, sería 
recomendable aprovechar la noción de difusión de poder e incorporar las 
capacidades de tomar decisiones en el campo de acción particular de cada 
actor.
Se observó también que el sistema de relaciones está basado en una 
importante estructura formal pero que existe asimismo un mutuo conocimiento 
entre los referentes de las instituciones públicas y una valoración recíproca por 
el trabajo que cada uno viene llevando a cabo. Esta confianza puede contribuir 
a conferir autonomía a los actores locales para tomar decisiones sin que se 
interprete como deshonesto ya que se conoce la manera en que se viene 
trabajando.
Por otra parte se observa como necesario promover la genuina articulación 
del sistema educativo con el productivo fomentando que se negocien y definan 
en cada región o localidad específica las líneas de acción necesarias 
considerando los trayectos pedagógicos del primero pero articulándolos con las 
necesidades del entramado productivo.
Es preciso apuntar a modificar ciertas operatorias administrativas inerciales 
a través de capacitaciones o asistencias técnicas que empoderen el rol 
municipal e instruyan al capital humano con el fin de formar equipos de 
técnicos y de gestión que trabajen en la adaptación de la política al territorio.
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Luego, sería importante incorporar al gobierno local en las mesas de 
concertación (herramientas de comunicación colectiva) para que aporte su 
perspectiva de la problemática local. Asimismo, sumar otras instancias de 
comunicación colectiva como ateneos o conferencias en las que se expongan 
casos exitosos de adaptación de la política pública al territorio local serían 
recomendables para complementar las acciones anteriores.
Finalmente, requerir el compromiso local para profundizar la política 
acompañando y fomentando estrategias de cooperación paulatinas que lo 
doten de autonomía para el accionar proactivo ulterior.
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Anexos
5.1 Cuadro de Oficinas de Empleo que gestionan el PJMyMT
PROGRAMA JOVENES CON MAS Y MEJOR TRABAJO
Oficinas de Empleo que gestionan el PJMyMT por provincia, según peridodo de inicio de las adhesiones
Oficinas de Empleo incorporadas al PJMyMT por añoTotal OE y UE
PROVINCIA aprobadas y
2.008 2.009 2.010 2.011 2.012 2013 2.014 Toral
h istórico
Buenos Aires 102 ; 9 16 11 16 6 13 2 73
Ciudad de Buenos Aires . . . . . . .  21 -  11 - - - 1
Catamarca i j - - - 3 2 5
Chaco 24 :j 5 4 - 2 2 1 2 16
Chubul 10 j - 3 - - 1 2 1 7
Córdoba 59 j 1 6 2 6 4 3 3 24
Corrientes 22 . - 3 1 2 6 - 12
Entre Ríos J 5 2 4 2 a 1 22
Formosa 32: - 7 5 7 19
Jujuy 22
.. ... 1
- 1 1 4 2 8
La Pampa 13: -  - a 2 2 1 13
La Rioja 17 1 - 1 2 14 17
Mendoza 18 i 3 - 4 1 1 14
Misiones 24 f 4 - 4 6 2 5 21
Neuquén 14 | - 2 3 1 2 -  i 8
Río Negro 18 1 1 - 1 1 4 8
Salta 14 2 - 2 - 2 2 - i 8
San Juan 20 i 15 3 1 - 19
San Luis 1 - - 1 1 2
Santa Cruz 4 2 - - - -  i 2
Santa Fe 61 iI 10 6 3 7 4 1 31
Santiago del Estero 12 ] 1 1 2 3 7
Tierra del Fuego 1 - - 1
T ü c u h iá n ......................... 43 1 11 5 4 1 6 27
TOTAL
. : : . . : : . . ... 560*1 33 79 45 69 61 55 23 365
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5.2 Cuadro de Dimensiones de análisis
Niveles de intervención
Coordinación
Institucionalidad
Proceso completo de funcionamiento de la 
política
Proceso de toma de decisiones
Tipo 1 Tipo 2
Número
Lim itado x
Ilim itado
Lógica de concertación
Vertica l/Territo ria l x
Horizontal/Sectoria l x
Roles
Tareas exclusivas x
Tareas comunes x
Centralización de la gestión
Predeterm inación de tareas x
Autonom ía de tareas
Formalidad
Nación críticos x
no críticos
Provincia críticos x
no críticos
M unicip io críticos
no críticos x
No gubernamental críticos
no críticos x
Institucionalidad normativa
Preem inencia de R3 x
Preem inencia de R2
x
Preem inencia de R1 x
Institucionalidad jurisdiccional
Centralidad del gobierno x
Nentralidad del gobierno
CPreonvtirnaclidalad del gobierno x
Centralidad de otros actores
Mecanismos de reforma 
jurisdiccional del Programa
Constitución. R3
x
Resoluciones. R2
x
M em orándum , Circulares, 
instrum entos ad hoc del 
Programa, instrum entos de 
retroa lim entación ciudadana. R1
Mecanismos institucionalizados 
de resolución de conflictos
Existencia x
Inexi stencia
Comunicación
Di reccionalidad Vertica l x
Direccionalidad Horizontal
Tipo de com unicación Formal
Tipo de com unicación Inform al
Etapa de intervención del actor 
subnacional
Análisis
Diseño x
Im plem entación x
Evaluación
Determinación de objetivos 
para sí
Autode fin idos
Determinados x
Tipo de evaluación
Propia
Determinada x
Etapa en que el gobierno 
municipal toma la decision
Análisis
Diseño
Im plem entación x
Evaluación
Centralidad de decisiones 
municipales
Críticas
Se cu nd ari as/ope rativas x
Decisiones Político- 
administrativas
Políticas
A dm inistrativas x
Formalidad
Preem inencia de Formales x
Preem inencia de Inform ales
Estabilidad de la concertación
Largo plazo x
M ediano plazo x
Corto plazo
Mecanismos de ingreso-salida 
del Programa
Estable
Flexible x
Fuente: elaboración propia en base a Contrasting visions o f m u lti- le ve l governance. Hooghe, L., Marks, G., 2004.
5.3 Referencia de entrevistas
M A T R IZ  EN TREVISTAS
REFERENCIA CARGO FECHA D U R A C IÓ N IN S T ITU C IÓ N
PJ M y M T  01 C o o rd in a d o ra  d e  P o lí t ic a s  a c t iv a s  d e  la 
G e re n c ia  d e  E m p le o  y  C a p a c ita c ió n  
L a b o ra l
1 4  d e  j u l io  d e  2015 1 :0 0 :3 0 G e re n c ia  d e  E m p le o  y  C a p a c ita c ió n  
L a b o ra l C ó rd o b a
PJ M y M T  02 C o o rd in a d o ra  d e l P ro g ra m a  J ó v e n e s  
co n  M ás  y  M e jo r  T ra b a jo
1 4  d e  j u l io  d e  2015 0 :4 5 :3 7 G e re n c ia  d e  E m p le o  y  C a p a c ita c ió n  
L a b o ra l C ó rd o b a
PJ M y M T  03 R e s p o n s a b le  d e  la  U n id a d  d e  
C a p a c ita c ió n  y  F o rm a c ió n  P ro fe s io n a l 
d e  la  A g e n c ia  d e  P ro m o c ió n  d e  
E m p le o
13  d e  o c tu b r e  d e  201 5 0 :5 0 :3 6 A g e n c ia  C ó rd o b a  E m p le o
PJ M y M T  0 4 C o o rd in a d o r  d e  P ro g ra m a s  L a b o ra le s 28  d e  j u l io  d e  2015 1 :1 4 :1 0 S e c re ta r ía  d e  G o b ie rn o ,  p a r t ic ip a c ió n  
c iu d a d a n a  y  d e s a r r o l lo  s o c ia l,  
S u b s e c re ta r ia  d e  d e s a r r o l lo  s o c ia l,  
D ire c c ió n  d e  e m p le o  y  c a p a c ita c ió n  
la b o ra l
PJ M y M T  05 S u p e rv is o ra  d e  la M o d a l id a d  d e  
J ó v e n e s  y  A d u lto s
S e p t ie m b re  d e  2015 0 :5 1 :0 0 D ire c c ió n  d e  J ó v e n e s  y  A d u lto s .  
M in is te r io  d e  E d u c a c ió n  d e  la  P ro v in c ia  
d e  C ó rd o b a
PJ M y M T  06 C o o rd in a d o ra  d e l C e n tro  d e  
fo r m a c ió n
0 7  d e  e n e ro  d e  201 6 1 :1 0 :3 1 A t i l r a  C ó rd o b a
PJ M y M T  07 G e re n te  d e  o p e ra c io n e s 0 4  d e  f e b r e r o  d e  2016 0 :3 3 :4 2 Cl ú s te r  C ó rd o b a  T e c h n o lo g y
PJ M y M T  08 C o o rd in a d o r  g e n e ra l d e  la F u n d a c ió n  
p a ra  la in v e s t ig a c ió n  y  e l d e s a r r o l lo  
in d u s t r ia l  a r g e n t in o ,  FIDE IAR
2 d e  m a rz o  d e  201 6 1 :0 6 :3 0 P e r te n e c e  a la C á m a ra  d e  In d u s t r ia le s  
M e ta lú r g ic o s  y  d e  c o m p o n e n te s  d e  
C ó rd o b a
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